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PROYECTO DE LEY NÚMERO 005 DE 2017 
CÁMARA

por medio del cual se adoptan medidas en materia 
penal en contra de la corrupción.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La corrupción es uno de los principales 

muy altos respecto a la mayoría de países 

nuestro país una tendencia a cometer actos 
corruptos relacionados en especial con procesos 

1. Adicionalmente, este 

parece ir en aumento. De acuerdo con los datos 
internos, la Fiscalía General de la Nación ha 

un incremento del 14% en las denuncias 

1 

-

“[s]egún esta medida, entonces, Colom-
bia ha pasado en diez años a un nivel de corrupción me-
nos grave, pero no ha logrado alcanzar el promedio de 
5,0 ni aun mantenerse en el 4,0. Con respecto a los otros 
países de América, Colombia se ubicaba en 2010 en el lu-
gar 14 de 28 (Transparencia Internacional, 2010). Todo 
esto indica que el país tuvo sus avances más importantes 
en los primeros cinco años del periodo 1998-2010, pero 
luego, a pesar de haber hecho muchos esfuerzos contra 
la corrupción, parece estar estancado en niveles simila-
res de puntuación y de posición relativa”.

presentadas por actos de corrupción. Lo anterior 

encaminadas a prevenir, reducir, investigar 

(PIB)2

de carácter integral, inscritas en una política 

sin tregua.

consecuencias de la corrupción han sido advertidas 
incluso por instancias internacionales, las cuales 

desterrados. Estos instrumentos internacionales 

el desconocimiento de los derechos humanos. 
Así, por ejemplo, los tratados y procedimientos 
especiales de las Naciones Unidas han concluido 

materia de derechos humanos3

2 -
tos Colaterales de la Corrupción en el Desarrollo Institu-

3 -



Página 2 Lunes, 24 de julio de 2017 G  587

En consecuencia, la corrupción podría 
considerarse incluso una violación a los derechos. 

herramientas para atacar las conductas corruptas 

tener en cuenta los lineamientos generales 
consignados en la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción4 y en la Convención 
Interamericana contra la Corrupción, los cuales 

el orden moral y la justicia, así como contra el 
5.

Por otra parte, la gravedad de la corrupción 

los pilares del ordenamiento constitucional. En 

6

del experto en desarrollo internacional y 
consejero del Banco Mundial en relación con la 
corrupción como agravante de la desigualdad, 

del Estado y la legitimidad política de los 
7

los instrumentos y jurisprudencia nacional e 
internacional reclaman la necesidad de eliminar 

ciendo el Vínculo. Consejo Internacional de Políticas de 
Derechos Humanos, 2009. Instituto Tecnológico y de Es-
tudios Superiores de Monterrey, página 27.

4 -

Droga y el Delito, 2004.
5 Convención Interamericana contra la Corrupción suscrita 

1997.
6 Corte Constitucional, Sentencia C-397 de 1998.
7 

Constitucional, Sentencia C-397 de 1998.

esa medida, la presente propuesta responde a la 

jueces para puedan contrarrestar a los corruptos 

ícipes de 

le asigna al Fiscal General de la Nación8 en 

para contrarrestar las principales conductas 

denuncia de hechos asociados a la corrupción, 

las competencias en materia legislativa de la 

A continuación se hará la relación completa de 

como parámetro principal la jurisprudencia de la 

JUSTIFICACIÓN DEL ARTICULADO
Artículo 1°. 

“Artículo 46. La inhabilitación para el 

o comercio. 

comercio, se impondrá por el mismo tiempo de la 
pena de prisión impuesta, sin exceder los límites 

ículo 51 de este Código, siempre 

medie relación de causalidad entre el delito y la 

su ejercicio se deriven.

8 -
lo 3° del Acto Legislativo número 003 de 2002, dispone 

Estado en materia criminal y presentar proyectos de ley 
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En todas las condenas por delitos contra la 
administración pública el juez deberá imponer 
esta pena, cuando el ejercicio de profesión, arte, 

conducta punible.

Comercio para su inclusión en el Registro Único 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y 
demás autoridades encargadas del registro de la 

participación de estas conductas criminales, por 

Artículo 2°. 

“Artículo 194. Divulgación y empleo de 
documentos reservados. 
propio o ajeno o con perjuicio de otro o de la 
administración de justicia divulgue o emplee 

incurrirá en pena 
, siempre 

Actualmente el delito de divulgación y empleo 
de documentos reservados únicamente comprende 
una multa como sanción penal. Con la propuesta 

imprimir mayor rigor en el tratamiento de la 

de documento reservado con perjuicio de la 

su carácter reservado, pueden generar altas sumas 

Estado.
– Constitucionalidad de la norma

principios o derechos de orden constitucional, 

es proteger en mayor medida al Estado, por 
conductas relacionadas con la divulgación o 
uso de documentos reservados, más aún cuando 
estas acciones pueden derivar en cuantiosas 

el legislador decide incluir a la administración 

perjuicio del Estado.

posteriormente se convirtió en la Ley 1712 de 
2014. En esa oportunidad concluyó, entre otros, 

tales como su ocultamiento, destrucción o 

ejercicio del poder punitivo del Estado, el artículo 

norma del Código Penal a la cual se remite el 

tener en cuenta otras consideraciones. En el caso 
de la norma estatutaria en consideración, además 
del ocultamiento y la destrucción, total o parcial 

9.
Frente a este panorama podría entenderse 

reservados en perjuicio de la administración 

ocasión del trámite de la Ley 1288 de 2009, ya 

Constitucional declaró la inconstitucionalidad de 
la norma por vicios de trámite, y posteriormente 

iniciativas legislativas o en el actual estatuto de 
inteligencia (Ley 1621 de 2013).

9 Corte Constitucional, Sentencia C-274 de 2013.
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Artículo 3°. Adiciónese un inciso al artículo 

circunstancias de agravación punitiva para la 

“Artículo 290. Circunstancia de agravación 
punitiva. La pena se aumentará hasta en la 

en el evento del artículo 289 de este Código.

incrementará en las tres cuartas partes.
Si la conducta recae sobre documentos 

públicos o privados relacionados con el sistema 
general de seguridad social, la pena será de 

relevantes. Precisamente, con los documentos se 

los asociados, por ello, a algunos se les da una 
10.

se encuentra intrínsecamente ligado a conductas 

de seguridad social. En este caso está de por medio 

– Constitucionalidad de la norma
La norma propuesta no vulnera principios 

o derechos de orden constitucional. Por el 
contrario, la disposición cumple con los criterios 

conducta.
Concretamente, la necesidad de la propuesta 

10 -

Artículo 4°. Adiciónese un artículo 325C a la 

Artículo 325 C. Omisión de reportes sobre 
operaciones sospechosas de corrupción. Los 

y del Derecho, omitan el cumplimiento de los 
reportes de operaciones inusuales o sospechosas 

Análisis Financiero (UIAF), incurrirá en prisión 

a trescientos (300) salarios mínimos legales 

La Fiscalía General de la Nación en 

recursos y contactos necesarios, para evadir de 

situación se evidencia particularmente en la 
ejecución de delitos asociados con la corrupción, 
pues generalmente estos son el resultado de 

prometen o acceden a cuantiosas sumas de dinero 

En ocasiones ese tipo de conductas son conocidas 

lo disponga, omiten denunciar esos hechos ante la 

tienen conocimiento de operaciones sospechosas 
de corrupción o constitutivas de delitos contra la 

Este tema en particular tiene antecedentes 
legislativos y jurisprudenciales en el marco de la 

como causal para cancelar la inscripción de un 

encontrado en el ejercicio de su cargo, dentro de 
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actos de corrupción (sic). En relación con actos de 

parte de la Corte Constitucional, con ocasión de 
una demanda de inconstitucionalidad en contra 

lo siguiente:

agota en la simple asesoría o conservación de 

económica y social de la comunidad. Es pues 

y complementación de la actividad estatal, al de 

de los derechos jurídicamente reconocidos. No se 
trata entonces de una carga accesoria o secundaria, 

de la renovación del compromiso colectivo de la 

compromiso con la sociedad11

ser constitutiva de operaciones sospechosas o 
de ejecución de delitos contra la administración 

la importancia del principio de solidaridad 

intereses estatales y colectivos protegidos en los 
tipos penales asociados a la corrupción.

– Constitucionalidad de la norma

11 Corte Constitucional, Sentencia C-200 de 2012. Reitera-
ción de los argumentos contenidos en la Sentencia C-062 
de 1998.

cuando se trata de delitos contra la administración 

de detrimento patrimonial y transparencia en 

acciones criminales.

criterios de ponderación. Concretamente, la 

siguiente:

situación límite entre su sanción por la revelación 
del secreto y su condena por omisión de denuncia, 
omisión de socorro u comisión por omisión al no 

12.

vulnerando principios o mandatos de orden 
constitucional, simplemente es el resultado de la 

penal, y adicionalmente, se está sosteniendo la 

Artículo 5°. 

“Artículo 326. Testaferrato. Quien preste 

de delitos contra la administración pública o 
que afecten el patrimonio del Estado, incurrirá 
en prisión de noventa y seis (96) a doscientos 
setenta (270) meses y multa de seiscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis (666.66) a cincuenta 
mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, sin perjuicio del decomiso de los 

La misma pena se impondrá cuando la conducta 
descrita en el inciso anterior se realice con dineros 

12 Corte Constitucional, Sentencia C-301 de 2012.
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provenientes del secuestro extorsivo, extorsión 
y conexos y la multa será de seis mil seiscientos 
sesenta y seis punto sesenta y seis (6.666.66) a 
cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, sin perjuicio del decomiso de 

conexos, pero con la adición de los delitos contra 

actividades relacionadas con la corrupción. El 

incremento patrimonial de un individuo cuya 

La Corte Constitucional retomó el concepto 

trata de un tipo de conducta permanente de sujeto 

y cuya incorporación al patrimonio impone la 

13.

a un tema de coherencia en materia de política 

en la cadena delictiva. En el caso concreto el 

de estas conductas criminales, con el agravante 

– Constitucionalidad de la norma

de necesidad cuando se implementen nuevos tipos 
de delitos. En el caso concreto está demostrado 

13 Corte Constitucional, Sentencia C-1107 de 2003.

ende en actos de corrupción, en ese sentido, es 

conllevan acceder a importantes sumas de dinero 

importancia en el ordenamiento jurídico interno, a 

En el caso concreto la necesidad está 

esta actividad criminal. La proporcionalidad está 

mandatos contenidos en la Constitución, y por el 

para la estricta legalidad en materia penal.
Artículo 6°. 

Artículo 340. Concierto para delinquir. 

cometer delitos, cada una de ellas será penada, por 
esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho (108) meses.

Cuando el concierto sea para cometer 

secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, 

del Terrorismo y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas, o 
delitos contra la administración pública o que 
afecten el patrimonio del Estado, la pena será 

de dos mil setecientos (2.700) hasta treinta mil 
(30.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

Cuando se tratare de concierto para la comisión 
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o sus derivados, la pena será de prisión de seis (6) 

treinta mil (30.000) salarios mínimos legales 

En materia de derecho penal cuando los 
delitos son ejecutados por asociaciones de 

tratamiento punitivo de pena de prisión de 48 a 

la ejecución de delitos especialmente graves, la 
misma ley penal ha contemplado un tratamiento 

a 30.000 smmlv.
La propuesta contenida en el artículo está 

dirigida a incluir los delitos contra la administración 

general, iii) la mayoría de delitos asociados a la 
corrupción se encuentran dentro del capítulo de 

– Constitucionalidad de la norma
La inclusión de los delitos contra la 

el patrimonio estatal dentro de las conductas 

no vulnera principios ni mandatos de orden de 
constitucional. Por el contrario, cuando se trata de 

contenidas principalmente en los delitos contra la 

Desde el punto de vista constitucional es claro 

cumplimiento de una serie de principios como el 

dirección, la ejecución de delitos en contra de la 

ejecución de sus programas, la seguridad ciudadana 

siguiente:

14.
El contenido de la propuesta normativa en 

examen cumple con los criterios generales 

adicionalmente, incorpora como tipos de delitos 

estatal.
Artículo 7°

“Artículo 390. Corrupción de sufragante. El 

o prórroga, prometa, pague o entregue dinero o 

de un tercero a un ciudadano o a un extranjero 

por un determinado candidato, partido o corriente 

a mil (1000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

popular o revocatoria del mandato votación en 
determinado sentido.

la promesa, el dinero, la dádiva, el contrato, o 

inciso primero.
La pena se aumentará de una tercera parte a 

el cuarto grado de consanguinidad, segundo 

que durante la jornada electoral o dentro 
de los tres días anteriores a su celebración, 
porte, mantenga, transporte, sumas de 
dinero en efectivo que para los efectos de este 
artículo determine la autoridad electoral, 

14 Corte Constitucional, Sentencia C-334 de 2013.
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Se entenderá por simpatizante toda 

de propaganda o proselitismo electoral de 

En un Estado Social de Derecho el sistema 
democrático ocupa un lugar central dentro de la 

demanda la vigencia de reglas e instituciones 

la intervención en los procesos democráticos de 

los ciudadanos en todos los mecanismos de 

consecuencia, genuina15.

imponer sus candidatos y programas en jornadas 

de votación.

o programa en particular, pero la novedad con 

sanciona el solo hecho de portar o transportar altas 

no logren ser entregadas a las personas de manera 

expuesto lo siguiente:

grandes riesgos para la democracia. Estos riesgos 
se derivan de los intereses económicos de los 

la verdadera voluntad de los electores, por 

los partidos genera en la democracia se evidencia 
desde la disputa por el cargo hasta el ejercicio del 

16.
– Constitucionalidad de la norma

la Constitución. En esa dirección el supuesto de 

15 Corte Constitucional, Sentencia C-150 de 2015.
16 Corte Constitucional, Sentencia C-1153 de 2005.

hecho relativo al porte, transporte o posesión de 
altas sumas de dinero en periodos electorales 
guarda simetría con los criterios de tipicidad 

cumple con los elementos sustanciales de la estricta 

a los elementos sustanciales del tipo penal, a 

causalidad entre la acción y el resultado, iii) un 

del lugar de la acción.
El contenido del artículo en examen es una 

ampliación del supuesto de hecho. En ese marco, 

legislativas para prevenir y sancionar las conductas 
ius puniendi17.

°. 
la Ley 599 de 2000, 

Artículo 396B. Violación de límites de 
gastos de campaña y de aportes máximos de 
particulares a campañas. El gerente, candidato, 
administrador, o auditor 

recauden o permitan aportes particulares que 

la legislación electoral, incurrirá en prisión de 

En igual pena incurrirá el aportante 

gastos que superen los topes individuales 

conductas criminales asociadas a los procesos 

17 Corte Constitucional, Sentencia C-091 de 2017.
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en materia electoral concluyó, entre otros, lo 
siguiente:

18.

candidato no se le pueda exigir la misma posición 

tampoco puede desconocer los temas centrales 

tienen el conocimiento, experiencia y acceso 

los aportes de particulares. En ese sentido su 

– Constitucionalidad de la norma
La norma propuesta no trasgrede principios ni 

mandatos de orden constitucional. Principalmente, 

sujeto activo no tiene injerencia en el núcleo 

individuo. En esencia este tipo penal es el resultado 

tipos penales de acuerdo con criterios de política 

18 

la democracia. Junio de 2011, página 22. Ver en: http://

la jurisprudencia precisó lo siguiente:

democrático por excelencia, cuenta con diversas 

procesales en materia penal, escenario donde 
se proyecta con mayor amplitud el margen de 

19.
En el mismo sentido, la decisión de extender 

en la conducta descrita en el tipo penal, es un 

electorales.
Artículo 9°. 

agravación punitiva en los delitos de peculado, el 

“Artículo 403B. Circunstancia de agravación 
en programas de infancia. Las penas previstas en 
los artículos del presente capítulo se aumentarán 
de una tercera parte a la mitad, cuando las 

orden, se ha advertido dentro del decurso de las 

corrupción está relacionada con la malversación 
y apropiación de los recursos destinados por el 
estado para la alimentación escolar.

En ese orden, estas circunstancias de agravación 
punitiva, comprenden de manera proporcional 

Artículo 10. Adiciónese el artículo 407A a la 

Artículo 407A. Cohecho por acto ilegal 
cumplido. 
sin mediar promesa remuneratoria, solicite o 

19  Constitucional, Sentencia C-488 de 2009.
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La disposición normativa propuesta crea un 
tipo penal denominado cohecho por acto ilegal 
cumplido. Mediante esta conducta delictiva se 
permite la persecución penal del servidor o ex 

luego

omitir un acto propio de su cargo o (ii) ejecutar un 

La importancia de este nuevo tipo penal 

con la legislación actual, no se adecúa a los tipos 
penales existentes de cohecho propio, impropio y 

en los artículos 405, 406 y 407 de la Ley 599 de 

el acto ilegal respectivo. Es decir, en este caso, 

de incurrir en el mismo.
La constitucionalidad de este nuevo tipo penal 

En ese sentido, la Corte Constitucional ha 

20. Lo anterior, tras valorar la 

21.

penal de los actos de corrupción. En últimas, con 

de ese tipo de actuaciones, existen otras como 

20 Corte Constitucional, Sentencia C-108 de 2017.
21 Corte Constitucional, Sentencia C-108 de 2017.

impunidad.
Artículo 11. 

Artículo 407A. Circunstancias de agravación. 
Las penas previstas para los delitos comprendidos 
en este capítulo se aumentarán en la mitad cuando 
el dinero, utilidad o promesa remuneratoria 

El Capítulo III del Título XV de la Ley 599 

cohecho dentro de la categoría de los delitos contra 

de crear una circunstancia de agravación para el 
cohecho propio, cohecho impropio y cohecho 

pena mayor cuando el dinero, utilidad o promesa 
remuneratoria sea superior a 50 smmlv.

la corrupción a gran escala. Su principal 

se trasgreden los principios de transparencia, 

delitos comúnmente son sancionados de acuerdo 
con la gravedad de la conducta.

en el supuesto allí previsto se expone al aumento 
de la mitad de la pena.

– Constitucionalidad de la norma
La propuesta de crear un agravante para 

los tipos penales de cohecho no desconoce 
principios o mandatos de orden constitucional. La 
construcción dogmática de los delitos de cohecho 
propio, cohecho impropio, y cohecho por dar u 

lo cual exige una sanción mayor de acuerdo con la 
gravedad de la conducta.

La propuesta de aumentar en la mitad la pena 
impuesta cuando haya remuneración superior a 
los 50 smmlv no trasgrede ningún tipo de garantía 
procesal, simplemente se está implementando 

conductas penales relacionadas con la corrupción. 

agravantes punitivos en materia penal hace parte de 
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tema la Corte Constitucional se ha pronunciado en 
el siguiente sentido:

normativa en materia penal, así como para 

constitucionales como son los principios de 

22.
Es decir, el contenido jurídico de la norma 

concreto la necesidad se argumenta desde la 

desestimule este tipo de conductas criminales. En 

quantum 

Artículo 12. 

“Artículo 408. Violación del régimen 
legal o constitucional de inhabilidades e 
incompatibilidades. 

en prisión de sesenta y cuatro (64) a doscientos 

punto sesenta y seis (66.66) a trescientos (300) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

En la misma pena incurrirá el contratista 
que intervenga en cualquiera de las conductas 

La propuesta contenida en este artículo se 

22  Corte Constitucional, Sentencia C-181 de 2016.

la tramitación, aprobación o celebración de 

De otra parte, la propuesta adiciona un inciso de 

consecuencia, el contenido del artículo es parte 
de la política criminal de implementación de 

delictivos asociados a la corrupción.

generan corrupción en materia de contratación 

Frente a este panorama la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional23 ha sostenido la tesis de 

intervino en el hecho delictivo. De este modo 
se está cumpliendo con el principio superior de 

23 -
ció lo siguiente: -
mandante, es claro que a dichos sujetos no se les está 
elevando a la categoría de servidores públicos, ni des-
conociendo su condición de particulares. Simplemente 

política criminal, ha considerado que la responsabilidad 
penal de las personas con las cuales el Estado ha cele-
brado contratos para desarrollar una obra o cometido 
determinados, debe ser igual a la de los miembros de 
las corporaciones públicas, los empleados y trabajado-
res del Estado, o la de funcionarios al servicio de enti-
dades descentralizadas territorialmente y por servicios. 
Tal tratamiento que, se insiste, no implica convertir al 

objetiva y razonable, pues pretende garantizar que los 
-

va y los principios constitucionales que rigen todos los 
actos de la administración, se cumplan a cabalidad, sin 
que sean menguados o interferidos por alguien que, en 
principio, no está vinculado por ellos. En otras palabras, 
la responsabilidad que en este caso se predica de ciertos 
particulares, no se deriva de la calidad del actor, sino de 
la especial implicación envuelta en su rol, relacionado 

.
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necesidad de implementar medidas legislativas 

lo siguiente:

de la contratación administrativa, y en esa medida 

del Estatuto de Contratación, Ley 80 de 1993, 

la transparencia en la Ley 80 de 1993 y dictar otras 

24.
Desde el punto de vista de la teoría del delito, 

la inclusión de un sujeto activo (contratista) 

causa la consecución del delito.
–  Constitucionalidad de la norma

de principios o derechos contenidos en la norma 

no origina una condición especial de protección 

delitos asociados a la corrupción.

24 Corte Constitucional, Sentencia C-713 de 2009.

25.
La Corte Constitucional se pronunció 

inconstitucionalidad contra varios artículos de la 

interventor, el consultor y el asesor se consideran 

entidades estatales y, por lo tanto, estarán sujetos 

26.
Artículo 13

Artículo 410A. Acuerdos restrictivos de 
la competencia. cualquier etapa 
de un proceso de contratación estatal se 

o 
fraudulentamente el procedimiento contractual, 

multa de doscientos (200) a mil (1.000) salarios 

para contratar con entidades estatales por ocho (8) 

En la misma pena incurrirá quien se concerte 

cualquier proceso de contratación privada en 

proceso contractual; y iii) ampliar el tipo penal a 

de acción del tipo penal a todas las etapas del 

25 -
neral. Editorial Temis, tercera edición 1997. Página 400.

26 Corte Constitucional, Sentencia C-037 de 2003.
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actual legislación en materia de contratación 

a posteriori 

se evaluaran las propuestas, luego, puede ocurrir 

transparencia del proceso, y en esa medida, es 

cantidad de conductas ilícitas en materia de 

actividades pueden considerarse como lícitas 

Un ejemplo de ello ocurre cuando dos o más 
empresas se conciertan para presentar propuestas 

económicas. En este caso no hay una conducta 

ampliar el tipo penal a la concertación ilícita o 

jurídica privada y, por lo tanto, exentas de aplicar 

las normas vigentes en materia de contratación 

algunas entidades al estar sujetas únicamente a las 
reglas de sus propios manuales de contratación, 
adelantan procesos de selección sin ningún 

no están sometidos a las normas previstas para 

son transversales al ordenamiento jurídico. Es así 

27

siguiente argumento:

economía mixta ostenta legalmente características 

y ya se dio cuenta en esta misma providencia: 

sociedades comerciales, no son particulares. Son 

28.

de análisis, se encuentran las empresas industriales 

personales normalmente dirigidos a un incremento 

son el resultado de la operación de los llamados 

se conciertan para asegurar la selección de uno de 
sus integrantes como adjudicatario de un proceso 
de contratación.

Esta práctica ha sido denominada como 
colusión colusión 

conspiran entre sí para aumentar los precios o 

27 

julio de 2013, Radicación: 25642.
28 Corte Constitucional, Sentencia C-629 de 2003.
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mediante un proceso de licitación, en lugar de 

con otras para ganar una licitación29. En un 

30

hasta 15.8 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB), 

a la hora de implementar medidas normativas en 
contra de la corrupción. En ese contexto, la norma 

restrictivos de la competencia. Esta construcción 

corrupción en los procesos contractuales durante 
todas sus etapas e incursionar en la investigación 
de conductas sospechosas en procesos de 
contratación privada respaldados con recursos 

– Constitucionalidad de la norma
El contenido de esta norma está relacionado 

directamente con lo dispuesto en el artículo 333 

actividad económica como un derecho transversal 
a toda la colectividad. Concretamente la norma 

29 -

2014. Página 9.
30 Competition Committee, OCDE 2014.

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte 

el principio de igualdad, en virtud del cual todas 

31.

contratista del Estado32.
Artículo 14. 

“Artículo 411A. Interés indebido en actuación 
administrativa. 

31 

-

-

regida, entre otros, por el principio de igualdad en vir-
tud de los artículos 13 y 209 superiores. Esta garantía se 

-
trato estatal, puedan concurrir ante la respectiva entidad a 

32 La Corte Constitucional en la Sentencia C-228 de 2010, 

 -
-

operaciones de mercado. Esta limitación se compren-

agentes de mercado autorrestrinjan sus actividades en el 

-

de intervención con los cuales se controlan y limitan los 

-
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propósitos económicos se interese en provecho 

de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) 
a trescientos (300) salarios mínimos legales 

tener una respuesta contundente por parte de la 
administración de justicia.

manipulación, a manera de ejemplo, de planes de 
ordenamiento territorial para aumentar el valor de 

esta modalidad, por lo general no se produce un 

respuesta punitiva del Estado independientemente 

Artículo 15. 

“Artículo 412. Enriquecimiento ilícito. El 

cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 

noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses.

ilícito supere los 100 smlmv. En estos eventos, la 

responde a las amplias potestades del legislador 

determinación de las penas para cada conducta 

reconocidas por el artículo 150 de la Constitución, 
el órgano legislativo del Estado tiene un amplio 

legislador la regulación en su totalidad de los 

demás aspectos de las institucionales procesales 

a la administración de justicia (artículo 229 de la 

el principio de legalidad propio del Estado Social 
33.

modalidades de comportamientos sancionados 

Congreso, la jurisprudencia constitucional ha 

Estado tales como la justicia y la igualdad entre 

material de los derechos y del principio de la 

34.

disuasivo de un agravante punitivo para 

de corrupción.

33 Corte Constitucional, C-233 de 2016.
34 Corte Constitucional, C-250 de 2011.
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el patrimonio personal en detrimento de 

propuesta no genera ninguna sospecha de 
inconstitucionalidad.

Artículo 16. Modifíquese el artículo 415 

circunstancias de agravación punitiva del 
delito de prevaricato, el cual quedará así:

“Artículo 415. Circunstancia de agravación 
punitiva
anteriores se aumentarán hasta en una tercera parte 
cuando las conductas se realicen en actuaciones 

por delitos de genocidio, homicidio, tortura, 

La pena se incrementará en la mitad cuando 

administre justicia de manera permanente o 
transitoria, pertenezca al nivel directivo de una 
autoridad administrativa, o la conducta derive 

Artículo 17. 

“Artículo 418. Revelación de secreto. El 

o reserva, incurrirá en pena de prisión de tres (3) 
y multa de veinte (20) a ciento 

veinte (120) salarios mínimos legales mensuales 

Si de la conducta resultare perjuicio, la pena 
, 

multa de sesenta (60) a doscientos cuarenta (240) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

se dirige al aumento del quántum 

la conducta resultare perjuicio, la pena será de 

prisión.

como reservada o secreta, relacionada con la 

militar, será castigado con la pena de prisión de 

De igual manera el Código Penal alemán 

conducta:

Federal de Alemania será castigado con pena de 

castigo en el § 94.
En casos especialmente graves el castigo será 

de prisión este tipo de conducta criminal. Incluso 

– Constitucionalidad de la norma
Desde el punto de vista constitucional la 

propuesta normativa pretende proteger el 

Además, la estructuración del artículo cumple 
con los criterios de necesidad y proporcionalidad 

penales, es decir, el quántum punitivo propuesto 
guarda simetría con la gravedad de la conducta. 

precisado lo siguiente:

normativa del Legislador, la misma se encuentra 
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limitada particularmente por los principios de 
racionalidad y proporcionalidad. En ese sentido: 

encuentran adicional sustento en el hecho de 

importantes valores sociales como la represión 

ello se encuentra vedada la intervención de la 

los valores superiores del ordenamiento jurídico, 
los principios constitucionales y los derechos 

35.
Por último, como se indicó anteriormente, el 

quántum

pues con ocasión del trámite de la Ley 1288 de 

Constitucional declaró la inconstitucionalidad de 
la norma por vicios de trámite, y posteriormente 

iniciativas legislativas o en el actual estatuto de 
inteligencia (Ley 1621 de 2013).

“Artículo 419. Utilización de asunto sometido 
a secreto o reserva. 

incurrirá 

del empleo o cargo público, 
conducta no constituya otro delito sancionado con 

La estructuración de este artículo está 

Adicionalmente, se está contemplando una 

35  Corte Constitucional, Sentencia C-181 de 2016.

Constitucionalidad de la norma:
Desde el punto de vista constitucional la 

mandatos de orden constitucional. Por el contrario, 
el contenido jurídico del artículo en examen es 

quántum punitivo 

trámite de la Ley 1288 de 2009, concluyendo 

la inconstitucionalidad de la norma por vicios 
de trámite y, posteriormente, no se incluyó esta 

o en el actual estatuto de inteligencia (Ley 1621 
de 2013).

Artículo 19. 

“Artículo 420. Utilización indebida de 
El servidor 

este persona natural o jurídica, incurrirá en pena 

.

conductas similares son sancionadas con penas de 

puede generar una sanción menor.
– Constitucionalidad de la norma
La propuesta normativa no vulnera principios 

o mandatos de orden constitucional. Por el 

valor supremo del Estado Social de Derecho. 
En el mismo sentido, el aumento del quántum 
punitivo cumple con los criterios de necesidad, 
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de la conducta y la sanción penal propuesta.

tema con ocasión del trámite de la Ley 1288 de 
2009, posteriormente declarada inconstitucional 
por vicios de trámite.

Artículo 20. 

“Artículo 422. Favorecimiento electoral. 

movimiento político, incurrirá en prisión de seis 

a veinte mil (20.000) salarios mínimos mensuales 

genocidio, la tortura, el reclutamiento de menores, 
las ejecuciones extrajudiciales o las desapariciones 

ejemplo, con la “prisión por deudas” 

Respecto de estas conductas el legislador cuenta 

36.

de las cuales no existe ninguna determinación de 

36  Corte Constitucional, C-239 de 2014, M. P. Mauricio 

cuenta con una amplia discrecionalidad para 

nueva disposición no tenga ningún vicio de 
inconstitucionalidad.

Artículo 21. 

“Artículo 431. Utilización indebida de 
información obtenida en el ejercicio de función 
pública. 

durante el 
anterior utilice, en provecho propio o de un tercero, 

incurrirá en 

Este artículo implica un recrudecimiento 

De acuerdo con la Corte Constitucional, 
el legislador cuenta con una discrecionalidad 
extendida en materia de derecho penal y política 

otorga competencias para regular tales asuntos, 

como:

las penas de acuerdo con criterios de agravación o 

Igualmente, le permite consagrar los regímenes 

37.

constitucionales. Estos límites apuntan el 

valores esenciales del ordenamiento jurídico 

37 
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proporcionalidad38.

sanción para tal conducta se ajustan a dichos 
criterios. La Corte ya tuvo oportunidad de revisar 
la constitucionalidad de este tipo por violación 
del principio de igualdad. Al desarrollar su 

constitucionales y no comporta ninguna 
vulneración del valor, principio y derecho a la 

inmediatamente anterior a la comisión de la 

de ideas, es claramente improcedente exigir el 

hecho diversos y, por tanto, ninguna vulneración 

Utilización indebida de información 
obtenida en el ejercicio de función pública”, pues 

la Constitución reconoce al Legislador para 
determinar la política criminal y, en este sentido, 

acuerdo con la apreciación, análisis y ponderación 

ciertos comportamientos puedan causar a los 

a la sanción penal39
40.

temporal: de multa a pena de prisión, lo cual 

38  Corte Constitucional, C-227 de 2009, M. P. Luis Ernesto 
Vargas Silva.

39 -

40 

Galvis.

del Estado como lo son la justicia y la igualdad 

41.

estatales. Además, la sanción es necesaria en la 

intervención leve de esta garantía constitucional. 

Por último, se reitera el argumento citado 

el quántum

sanción para esta clase de delitos.
Artículo 22. 

“Artículo 441. Omisión de denuncia de 
particular. 
de la comisión de un delito de genocidio, 

administración de recursos relacionados con 

delitos contra 
la administración pública contemplados en el 
Título XV, Capítulos I al VII, de este libro, y 

Título II y en el Capítulo IV del Título IV de este 

autoridad, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho 

En la omisión de denuncia de particular 

Estado en la sanción de conductas criminales. 

41  Corte Constitucional, C-496 de 2015, M. P. Jorge Pretelt 
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tienen conocimiento y no denuncian por simple 

los recursos presupuestales.
– Constitucionalidad de la norma propuesta

principio de solidaridad consagrado en el artículo 

social, respondiendo con acciones humanitarias 

Constitucional precisó lo siguiente:

constitucional no contiene una previsión expresa 

de denunciar los delitos de cuya comisión se tenga 

jurídicos protegidos por la ley penal, el artículo 67 

42.

contradice ningún principio o mandato superior. 

proceso o la presunción de inocencia. Es ante todo 

42  Corte Constitucional, Sentencia C-848 de 2014.

de los delitos asociados a la corrupción, y cuya 

omisión de denuncia o noticia a la autoridad 

jurídicos y los de la sociedad en general, 

43.
Artículo 23. 

“Artículo 445A. Manipulación fraudulenta 
de actuaciones procesales. 

intervenir incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho 

seis (66.66) a trescientos (300) salarios mínimos 

La corrupción en la administración de justicia 

procesales.

de los corruptos, pues la complejidad procesal 

justicia.

43  Corte Constitucional, Sentencia C-067 de 1996.
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de administrar justicia.
Es necesario cerrar el cerco de la corrupción en 

sociedad reclama en el marco de las actuaciones 

Artículo 24. 

“Artículo 446. Favorecimiento. 
conocimiento de la comisión de la conducta 

la acción de la autoridad o a entorpecer la 
investigación correspondiente, incurrirá en prisión 

lavado de activos, 
testaferrato, 

la pena será de sesenta y cuatro (64) a doscientos 

Cuando el favorecimiento consista en 
la prestación de servicios profesionales o 

rastreo o ubicación de dinero, bienes o rentas 
provenientes de actividades ilícitas las penas 
previstas en este artículo se aumentará en la 

peligro y no lo denuncien.

de actividades ilícitas. Hasta ahora el tipo penal 

el conocimiento del hecho sumado a la ayuda para 

– Constitucionalidad de la norma propuesta
Con la propuesta normativa no se está 

vulnerando ningún derecho o mandato 

de actividades contrarias al ordenamiento jurídico, 
pues en este caso surge una tensión valorativa con 
varios derechos contenidos en la Constitución 

Dada su coexistencia con otros preceptos de la 

mandatos de rango constitucional. En tales 

restantes contenidos del ordenamiento jurídico, 

la presencia de limitaciones a un derecho, en este 
44.

Artículo 25. 

actuación judicial o administrativa, incurrirá, por 
esta sola conducta, en pena de prisión de tres (3) 

La corrupción en la administración de justicia 

procesales.

de los corruptos, pues la complejidad procesal 

44  Corte Constitucional, Sentencia C-969 de 2012.
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justicia.

de administrar justicia.
Es necesario cerrar el cerco de la corrupción en 

sociedad reclama en el marco de las actuaciones 

CAPÍTULO 2
Medidas procesales para combatir la 

corrupción
Artículo 26. 

de los jueces de control de garantías, los cuales 

Artículo 39. De la función de control de 
garantías

los cuales tendrán competencia en todo el 
territorio nacional

penal municipal, o concurra causal de impedimento 

del mismo lugar sin importar su especialidad o, a 

de Garantías será ejercida por un Magistrado de la 

cuatro o más jueces municipales, un número 
determinado y proporcional de jueces ejercerán 

dispuesta por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura o de los respectivos 
Consejos Seccionales de la Judicatura, previo 

tener en cuenta.

adelantados por la Unidad Nacional de Derechos 
Humanos de la Fiscalía General de la Nación o 

La Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura o los respectivos Consejos 

Parágrafo 4°. Las solicitudes de revocatoria, 
libertad o sustitución de medida de 
aseguramiento solo podrán ser presentadas ante 
los jueces de control de garantías de la ciudad 

donde se presentó o deba presentarse el escrito 

inciso del artículo sub examine 
mayor claridad a los operadores jurídicos respecto 
del alcance de las competencias de los jueces de 

La norma propuesta no deja lugar a dudas, los 
jueces de control de garantías tienen competencia 

asumir el desarrollo de sus competencias 

proyecto de ley.
Respecto de esta última propuesta normativa, 

la conducta reiterada de los procesados y sus 

control de garantías de una ciudad o municipio 

tal. Los móviles para esa conducta normalmente 

respetan la transparencia de la actuación y la recta 
administración de justicia.

norma en estudio son los siguientes: i) mayor 
transparencia en la administración de justicia, ii) 
cumplir con los principios procesales de celeridad, 

– Constitucionalidad de la norma
En materia constitucional se ha destacado la 

importancia de respetar las garantías procesales 
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solicitar el concurso de jueces de garantías de 
ciudades o municipios distintos al lugar donde 

prácticas corruptas y contrarias a la transparencia 

aplicar una recta administración de justicia.
Adicionalmente, la propuesta normativa 

respalda principios superiores en materia 
procesal como lo son la celeridad, la economía, 

Constitucional se ha pronunciado en el siguiente 
sentido:

la Constitución para la legislación en materia de 

perspectiva positiva y otra negativa: la necesidad 

exigencias procesales para aportarlos y (iv) los 
principios a los cuales se somete su valoración, lo 

45.
Artículo 27. Adiciónese un artículo 85A a la 

“Artículo 85A. Suspensión de pagos o giros 
de recursos públicos. 

la suspensión de pagos o giros, cuando se tengan 

con conductas vinculadas a investigaciones por 

II del Título II del Código de Procedimiento Penal 

45  Corte Constitucional, Sentencia C-496 de 2015.

un detrimento patrimonial del Estado.

Estos motivos pretenden reducir el margen de 
discrecionalidad a la hora de adoptar la medida, 

cumplidos estos dos controles la medida podrá 

La medida propuesta se ajusta con los dictados 
constitucionales. La Carta Fundamental consagra 

la garantía de los derechos de las víctimas. En este 
caso, la víctima es el propio Estado y el mandato 

medidas necesarias para su protección y reparación 

o activos dentro del procedimiento penal son 

los derechos transgredidos con el delito cometido. 

examinar la constitucionalidad de la medida de 
suspensión de personería jurídica, consagrada 
en el artículo 65 de la Ley 600 de 2000, la Corte 

en proteger los derechos de la sociedad de las 

por medio de personas jurídicas, sociedades u 

se siga prolongando en el tiempo y continúe 

46.
En la misma línea de argumentación de la 

constitucional legítimo: proteger el patrimonio 
del Estado y, en consecuencia, de la sociedad en 

46 
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control de garantía no puede determinar cuánto y 

o recursos mal gastados en, por ejemplo, pagos 

generen perjuicios contra el Estado y la sociedad 
producto de la presunta comisión de un delito. 

constitucionalidad de esta nueva disposición.
Adiciónese un artículo 92A a la 

“Artículo 92A. Medidas cautelares sobre 
contratos estatales. 

de las víctimas, podrá decretar la suspensión del 

Este nuevo artículo pretende suspender un 

cautelar interrumpe el desarrollo de un contrato 

viciado por alguna actividad delictiva. La nueva 

II dedicado a las medidas cautelares, el cual ha 

a la regulación de las medidas cautelares, es decir, 
un conjunto de institutos procesales encaminados 

víctimas de un ilícito a ser reparadas integralmente. 

47

48, las 
49, 

50.
El artículo propuesto viene a completar las 

este capítulo del Código de Procedimiento Penal. 
Todas estas herramientas están encaminadas 

la suspensión de un contrato estatal, mientras se 

se reputa adecuada y necesaria.
Esta medida cautelar es adecuada en tanto 

control de garantías es un medio conducente a 

viciado por algún delito. Además, la medida es 

entidades estatales.

el contrato se desarrolle sin inconvenientes y, 

del Estado se harían más dispendiosas y menos 

suspensión provisional del contrato estatal. De allí 

necesario.

hacer el juicio de ponderación pertinente para 

47  Ley 906 de 2004. Artículo 92 del C.P.P.
48 

49 

50 

Sierra Porto.
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Artículo 29. Adiciónese un inciso al artículo 

“Artículo 132. Víctimas. Se entiende por 

naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos 

La condición de víctima se tiene con 

enjuicie o condene al autor del injusto e 
independientemente de la existencia de una 

Parágrafo. En los procesos contra la 
administración pública o el patrimonio del 
Estado, solo podrán constituirse como víctimas 

República o las Contralorías Territoriales, 

una prelación entre las víctimas de delitos contra 

a las entidades estatales, pero se excluye a los 

en una interpretación amplia del concepto de 

constitucional:

conducta delictiva, o con la persona titular del 
es claro que 

afectación ocasionando perjuicios individuales 

del artículo 92 excluye así a los perjudicados 

de reparación. Esta regulación es contraria a 
la concepción amplia de los derechos de las 

a la verdad, a la justicia y a la reparación a la 

51.

51  Corte Constitucional, C-516 de 2007, M. P. Jaime Cór-
-

-

demostraran un perjuicio directo. El artículo 92 del Có-

Medidas cautelares sobre bienes. Apartes 

directas 
acusado las medidas cautelares necesarias para proteger 

concepción amplia del concepto de víctima, el 

constitucionales. Además, la prioridad de la 

particulares de los delitos contra la administración 

de constitucionalidad de la regulación propuesta.
Artículo 30. Adiciónese un artículo 212B a la 

Artículo 212B. Reserva de la actuación penal. 
La indagación será reservada. En todo caso, 

actuación como parte de su estrategia procesal o 

novedosa, tanto la Ley 906 de 2004 (artículos 149 y 

17)52

reserva en la etapa de investigación de penal, 
incluso para los sujetos procesales. Además, el 

General de la Nación. Por consiguiente, la reserva 

Por otra parte, la Corte Constitucional ha 

sistema penal acusatorio. En ese sentido, la nueva 

imputación y, la segunda, una preparatoria al juicio. 
Como la indagación fundamentalmente 

Nación, por regla general, lo conocido por el 

con el delito. // La víctima directa acreditará sumaria-

52  Corte Constitucional, T-049 de 2008, M. P. Marco Ge-
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ente investigador no es de público conocimiento 

antes de la imputación, tampoco por el 
investigado. De todas maneras, las audiencias 

legalidad y constitucionalidad de actuaciones de 
investigación, como se vio, son, por regla general, 

53

Por consiguiente, la reserva de la actuación no 
desconoce ningún mandato constitucional. Por 

estrategia jurídica de la Fiscalía.
Además, la reserva de la actuación penal evitará 

Artículo 31. 

“Artículo 224. Plazo de diligenciamiento de 
la orden de registro y allanamiento. La orden de 

Parágrafo. Sin perjuicio de los casos 

actividades investigativas que requieran 

diligenciada en un plazo máximo de seis (6) 

meses, cuando esta se expida con posterioridad 

proceso, y la revisión de la actuación por parte 

tienen un mayor nivel de complejidad en su 

53 

para el diligenciamiento de la orden por parte del 
54.

La propuesta normativa para adicionar el artículo 

indagación, y de tres meses cuando la orden se 

imputación.

procesales vigentes en este caso son muy reducidos 

se encuentra en el artículo 244 del Código de 

o al imputado, se aplicarán en lo pertinente 
las disposiciones relativas a los registros y 

treinta (30) días, si se trata de la indagación y de 

De acuerdo con estos argumentos, la adición 
del artículo 224 de la Ley 906 de 2004, en los 

artículo 224 y, en ese sentido, se está cumpliendo 

norma constitucional o legal.
– Constitucionalidad del artículo

54 

competente el control de garantías de las medidas ne-

-
-

legal. No todas las actividades de policía judicial están 
-

interior del proceso penal.
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artículo en comento es adecuar los tiempos de 
diligenciamiento de la orden para el desarrollo de 
actividades de policía judicial con la complejidad 
de los casos de corrupción. Históricamente se ha 

tema la Corte precisó lo siguiente:

parte del legislador y sus límites. Al hacerlo, ha 

55.

del Estado Social de Derecho, y en esa dirección, 

por su complejidad.
Artículo 32. 

“Artículo 292. Interrupción de la prescripción. 
La prescripción de la acción penal se interrumpe 

el artículo 83 del Código Penal. En este evento no 

imputación, con lo cual, no sólo se supera una 
contradicción existente entre el ordenamiento 

55  Corte Constitucional, Sentencia C-239 de 2014.

resulta particularmente complejo, como acontece 

administración de justicia.
Artículo 33. Adiciónense dos nuevos 

°

será interrumpido con la instalación de la audiencia 

Política. En todo caso, para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el presente artículo se tendrá en cuenta 

la Convención Americana de Derechos Humanos 
y la jurisprudencia interamericana.

°

de todos los actos de investigación concomitantes 

El artículo 27 del proyecto de ley se enmarca 
dentro de estrategias más amplias contra la 

hagan parte de dichas estructuras o hayan sido 
cooptados temporalmente. En muchas ocasiones, 

criminal en una sola operación. En estos eventos, 

relacionadas con el curso natural del tiempo de las 

constitucional.
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actos de investigación. Así, se logrará ser más 

conserva sin alteraciones, pero se propende por su 

56. Con 

las 36 horas no se cuenten, simple y lisamente, 

cantidad de actos de investigación y la cantidad 

del capturado o si las condiciones de la captura 

donde se produjo la captura no hay autoridad 

vulnerar la Constitución57:
[P]uede ocurrir que por razones de 

poblamiento, o por desplazamiento de las 
autoridades judiciales, estas “se encuentren a 

56  Corte Constitucional, C-251 de 2002, MM.PP. Eduardo 

-

cuando las condiciones de captura aconsejaran posponer 

57  Corte Constitucional, C-239 de 2012, M. P. Juan Carlos 

. Ante 
dicha situación, en caso de no existir autoridades 
judiciales dentro de ese radio temporal, se 

un mapa de tiempos, exista una autoridad judicial 
a una distancia no mayor de 36 horas desde 

Empero, la legalidad 
de la captura, en estos eventos, depende de 
que las autoridades captoras realicen todas 

breve posible la persona sea entregada a una 

El artículo 27 de este proyecto amplía los 

o no de parte de las autoridades encargadas 
de poner a la persona capturada a disposición 

se encuentra la cantidad de capturados y la 

mandatos constitucionales desarrollados por la 
jurisprudencia de la Corte Constitución. Por el 

espíritu.
Artículo 34. 

“

procederá inmediatamente a comunicar al 

suspender en el ejercicio del cargo al servidor 

Cuando se trate de investigaciones adelantadas 

58  Sentencia C-251 de 2002, Op. cit.
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comunicaciones correspondientes.

Esta propuesta de adición sirve a una misma 

Para los delitos contra la administración 

Constitucional ha revisado la constitucionalidad 

provisional en sede disciplinaria no transgredía 

de los mencionados derechos:

consulta la protección de todos los principios e 
intereses constitucionales desarrollados por el 

existen serios y evidentes elementos de juicio, se 

No se está, entonces, ante un juicio anticipado 

59.

la correcta administración de justicia y la 

de protección se estipula la suspensión provisional 

59  Corte Constitucional, C-450 de 2003, M. P. Jaime Cór-

no de una sanción de desvinculación. Existe una 

lo ha reiterado la Corte, la desvinculación es 

provisional se toma como una medida preventiva 

60.
La medida de suspensión provisional del cargo 

las mismas características de la suspensión en 
materia disciplinaria: se trata de una disposición 

los derechos la presunción de inocencia y el 

la investigación.

esta medida no puede ser adoptada con total 

Tal como lo ha declarado la Corte Constitucional 

respetar ciertas garantías procesales, entre ellas, 

61. Tanto en la imputación como 

de suspensión.

reconocimiento y pago de la remuneración dejada 

de terminación del proceso, o (iv) cuando expire 

60  Corte Constitucional, T-456 de 2001, M. P. Jaime Córdo-

y cuya adopción se hace luego de un análisis completo, 
previa audiencia y mediante una decisión motivada. Es 

-

-

61  Corte Constitucional, T-1012 de 2010, M. P. María Vic-
toria Calle.
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62.
Así las cosas, la medida consistente en la 

suspensión provisional del cargo es adecuada 

por conductas delictivas contra la administración 

Constitucional, al momento de sustentar la 
imposición de la medida y su ejecución.

Artículo 35. 

Artículo 410. Obligatoriedad del servicio 
de peritos. 
sus delegados podrán solicitar a las entidades 
públicas o privadas, la designación de expertos 

quiera que la naturaleza de las conductas 
punibles que se investigan requiera de la 
ilustración de tales expertos.

El director de la entidad o dependencia 
pública o privada realizará la designación 
dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo 
del requerimiento de la Fiscalía. La designación 

sólo podrá excusarse por enfermedad grave, 

designado como perito en otra actuación en 
curso, o cuando exista una razón que, a juicio 

en la investigación.
El incumplimiento de cualquiera de las 

obligaciones consagradas en este parágrafo 
o del deber de comparecer al juicio oral dará 
lugar a falta disciplinaria gravísima en el caso 
de los servidores públicos o la imposición de 
multa de diez (10) salarios mínimos legales 

ciertos temas o sectores y, en virtud de lo cual, 

investigadas y procesadas por la Fiscalía General 
de la Nación.

62 

consagradas en la disposición. En ese sentido, 
la nueva disposición incluye una sanción para 

disciplinaria gravísima, y para los particulares se 
estipuló una multa de 10 smlmv. Estas sanciones 

participen como peritos dentro del proceso penal, 

trata de nada distinto a un desarrollo normativo 

de su presentación. En ese sentido, la nueva 

relevantes en el proceso…; iii) es un concepto 

la contienda; iv) se practica por encargo judicial 

ni su contenido puede corresponder a la voluntad 

63

no interviene ninguna de las características 

jurisprudencia constitucional, no reporta ningún 

63  Corte Constitucional, T-274 de 2012, M. P. Juan Carlos 
-

gas Silva.
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Artículo 36. Adicionar un artículo 429A a la 

“Artículo 429A. Cooperación interinstitucional 
en materia de investigación criminal. Los 

producida por las autoridades administrativas en 

de los procedimientos propios de las actuaciones 

investigaciones penales correspondientes.

o producidos por las autoridades administrativas 
en desarrollo de sus competencias, podrán ser 

actuación administrativa correspondiente o por el 

Convención de 
las Naciones Unidas contra la delincuencia 
organizada trasnacional 

autoridades tanto del nivel interno como 

En el artículo 7.4 de la Convención de Palermo 

y promover la cooperación a escala mundial, 

autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley 

la cooperación entre las instituciones del nivel 
interno o nacional en consonancia con el artículo 
38 de la Convención de las Naciones Unidas 

nacionales. Cada Estado Parte adoptará las 

su derecho interno, para alentar la cooperación 

organismos encargados de investigar y enjuiciar 
los delitos. Esa cooperación podrá incluir: // 

iniciativa del Estado Parte, cuando haya motivos 

artículos 15, 21 y 23 de la presente Convención; 

de ley permite cumplir con este compromiso 

de corrupción concomitantes. La norma 

podrán ser incorporados a los procesos penales 

administrativas en ejercicio de sus competencias. 

distintas autoridades estatales.
La Corte Constitucional al interpretar el artículo 

se encuentran dos principios de gran relevancia 

constituye un instrumento para limitar y controlar 
el ejercicio del poder, de una parte, y para asegurar 

las tareas a su cargo

64.
En el marco de esta interpretación 

las distintas entidades estatales. La misma Corte 

órganos estatales no genera ningún reproche. 
Por el contrario, las regulaciones normativas 

genuinamente el mandato constitucional. 

Constitucional examinó el artículo 10 de la Ley 
Estatutaria 1621 de 201365

64  Corte Constitucional, C-247 de 2013.
65 Por medio de la cual se expiden normas para fortale-

cer el Marco Jurídico que permite a los organismos que 
llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteli-
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cooperación entre los diversos organismos del 

contrainteligencia. En dicha oportunidad, la Corte 

y contrainteligencia cooperarán armónica y 

esencialmente de los artículos 113 y 209 de la 

En consecuencia, esta disposición al propender 
por la cooperación y coordinación de las 
actividades de inteligencia y contrainteligencia 

se presenten contra la seguridad de la Nación, será 

66.
Las mismas consideraciones aplican para 

el examen de constitucionalidad del artículo 

cooperación entre las autoridades disciplinarias, 

recaudados dentro de los respectivos procesos e 

participado en la actuación correspondiente. Por 
consiguiente, esta disposición no genera ningún 

jurisprudencia de la Corte Constitucional.

trasladada para el proceso penal. Pero nada más 
lejos del tenor literal de la norma. En sentido 
estricto, la nueva regulación introduce en juicio 

recolectado por otra autoridad administrativa, 

gencia cumplir con su misión constitucional y legal, y se 
dictan otras disposiciones

66  Corte Constitucional, C-540 de 2012.

por la nueva disposición.
El elemento ha sido recolectado como 

recaudado por la Fiscalía, sino por una autoridad 
distinta. Dicha autoridad recolectó el elemento de 

y constitucionales. La Fiscalía como titular de la 

de conocimiento a contradicción y cumplir con 

acuerdo con la Corte Constitucional, el sentido 

con aplicación de los principios de inmediación, 

en el momento de la acusación para ser 

67.

inmediación y contradicción. Tanto las partes 

audiencia todos los materiales de conocimiento 

del caso respectiva. En tal sentido, la norma 

acusatorio de ningún modo.

práctico sin intervenir en el núcleo esencial 

procedimiento penal. Por un lado, el elemento 

67  Corte Constitucional, C-1260 de 2005.
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incorporación durante el juicio de parte de la 

del sistema penal, regulado en la Ley 906 de 2004.

de 2004, y tampoco anula la excepcionalidad de 

437 de la misma normatividad.
CAPÍTULO 3

Medidas administrativas para prevenir la 
corrupción

Artículo 37. 
artículo 8°

directamente o por 
interpuesta persona 
cualquier monto a cargos de 
elección popular la Presidencia 

superiores al dos punto cinco por ciento (2.0%) de 
las sumas máximas a invertir por los candidatos en 

ni subcontratar 

política.

representante legal, junta directiva 

por interpuesta persona 
cualquier cargo de elección popular.

lugar a las sanciones contempladas en el Código 

La actual redacción del literal k) del artículo 

con aportes superiores al dos punto cinco por 

ciento (2.5%) de las sumas máximas a invertir 

cada circunscripción electoral.

tradicionales de elección popular de presidencia, 

concretos: i) ampliar el universo de conductas 

norma, pasando del 2.5% al 2.0%, iii) adicionar 

directiva de sociedades distintas a las anónimas 

adicionar a la norma original los aspectos antes 

Senado, Cámara y concejos municipales, así, 

involucran intereses particulares y cuantiosas 
sumas de dinero, propicias para la comisión de 
todo tipo de delitos asociados a la corrupción68. 
De otra parte, se consideró importante reducir el 

68 -

corrupción permea la política y los procesos asociados a 
ella, como medida previa a la implementación de nuevas 
normas o estrategias de política criminal dirigidas a su 

  alguna rela-
ción entre la corrupción política y la democracia? Bre-

  
 

(2011) se precisó el siguiente argumento: “los criterios 
para señalar un régimen político como democrático han 
sido cada vez más exigentes. Por ejemplo, un régimen 
que solo garantice un proceso electoral competitivo en-
tre partidos políticos pero que no ofrezca mecanismos 
de participación directos a minorías étnicas o de género 
podría haber sido catalogado como democrático en el 
pasado pero seguramente no lo es en el presente. Algo 
similar sucede con la corrupción política. Las dinámicas 
de clientelismo, soborno y utilización de los cargos es-

generalmente como corruptas en buena parte del siglo 
XIX. Sin embargo, estas prácticas, que antes y aun en 
algunos escenarios se perciben como no indebidas, han 
tendido a señalarse con el pasar de los años como expre-
siones de corrupción política”.
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las entidades competentes puedan monitorear 
acciones delictivas asociadas a la corrupción.

las sociedades en las cuales la junta directiva 

la participación en sociedades comerciales en 

tipos de condición en la respectiva sociedad, tal 
como la de integrante de la Junta Directiva.

– Constitucionalidad de la norma propuesta
La estructuración del artículo propuesto es 

no vulnera principios o derechos contenidos en 

de cumplimiento de mandatos constitucionales 

este tema la Corte Constitucional a propósito de 
una demanda de inconstitucionalidad en contra de 
la Ley 1474 de 2011, precisó lo siguiente:

Estatuto Anticorrupción se expresó la intención 
de consagrar como actos de corrupción, no sólo 

sino, todos los delitos relacionados con actividades 

a corrupción constituye en la 
mayoría de sus eventos un fenómeno criminal, 
el cual puede estar descrito no solamente como 
un delito contra la Administración Pública, sino 
también como un crimen que afecta el patrimonio 
del Estado e incluso el patrimonio público, en 
aquellas situaciones en las cuales se afecte a una 
empresa por un acto de desviación de recursos o 
soborno 69.

propuesto, no se está vulnerando ningún derecho 

eliminación de normas de acuerdo con criterios 
de política criminal. En estas condiciones está 

69  Corte Constitucional, sentencia C- 434 de 2013.

cuya implementación permita reducir esta práctica 

70.
. Adicionar un inciso 4° al literal 

j) del artículo 8°

comisión de delitos contra la Administración 

contemplados por la Ley 1474 de 2011 y sus normas 

delictivas contempladas por las convenciones o 
tratados de lucha contra la corrupción, suscritos 

transnacional.

condenatoria.

en calidad de administradores, representantes 

y a las sucursales de sociedades extranjeras, con 

Las personas jurídicas sobre las cuales se 

representantes legales o sus administradores de 

aplicación de un principio de oportunidad 

70 

“Ha señala-
do esta Corporación que al Congreso de la República 

-
ca criminal del Estado (artículos 114 y 150 superiores), 
para determinar las conductas que constituyen delitos, 
las sanciones que deben imponerse y el procedimiento 
a cumplirse. Le asiste en materia penal una competen-
cia amplia que encuentra respaldo constitucional en los 
principios democrático y de soberanía popular (artí-
culos 1º y 3º superior). Bien puede el legislador penal 

apreciación, análisis y ponderación que efectúe sobre los 
fenómenos de la vida social y del mayor o menor daño 
que ciertos comportamientos ocasionen al conglomera-
do social”.
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por cualquier delito contra la administración 
.

acogido al principio de oportunidad. La intención 

del principio de oportunidad den lugar a nuevos 
eventos de corrupción en la contratación estatal. 

el principio de oportunidad constituyan nuevas 
personas jurídicas para contratar con el Estado y 

Resulta constitucional aplicar el principio 
de oportunidad para los delitos contra la 

se extingue la acción penal y, por tanto, los 

carecen de antecedentes penales, lo cual permite 

el Estado, si acogen al principio de oportunidad y 

ículo 2° de 

de revisar la constitucionalidad de dicha causal y 

consagrado en el artículo 250 Superior:

(iii) este principio se predica de conductas 

legislador sustrae con todos sus elementos de la 
acción punitiva, como resultado de una valoración 

principio alude a delitos de entidad menor y 

71.

la Fiscalía. Pero no resolvió el caso de los 

contratos con el Estado poniendo en peligro 

el legislador cuenta con un amplio margen de 
72

impuesta por la potestad sancionatoria del Estado 

o constitucionales para proteger principios y 

relación con estas últimas sanciones, la Corte ha 

protección de principios, derechos y valores 

como la lealtad empresarial, la moralidad, la 

administrativas. // Desde este punto de vista la 

de lo contrario, carecerían de legitimidad límites 
consagrados en la propia Constitución Política. 

En el mismo 

no constituyen sanción penal ni administrativa 

71 

Galvis.
72  Corte Constitucional, C-348 de 2004, M. P. Jaime Cór-

23 de la Constitución, salvo los eventos expresamente 
-
-

el legislador dispone de una amplia discrecionalidad para 

-

cada uno de los hechos, situaciones o actos constitutivos 
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para los participantes o interesados en un proceso 
licitatorio 73

inciso del literal j) del artículo 8° de la Ley 80 de 
1993 no tiene relación con una sanción en tanto 

la protección de la moralidad en la administración 

legítima desde el punto de vista constitucional y 
ser resultado del ejercicio del amplio margen de 

Artículo 39. 

incompatibilidades contempladas en este 
artículo se aplicarán a cualquier proceso de 
contratación privada en el que se comprometan 

.
CAPÍTULO 4.

Disposiciones complementarias
Artículo 40. Conservación de documentos 

de personas jurídicas sin ánimo de lucro. Para 

Transcurrido este lapso, podrán ser destruidos, 

garantice su reproducción exacta.

soportes documentales por un tiempo determinado 
está relacionado con la garantía de sendos derechos 

de documentos se encuentran el h data 

ley a ello. Esta norma antitrámite coincide con el 

73  Corte Constitucional, C-780 de 2001, M. P. Jaime Cór-

M. P. Jorge Iván Palacio Palacio.

artículo 60 del Código de Comercio. Asimismo, 

estos instrumentos responden a la necesidad de 

la Corte Constitucional. Según la jurisprudencia 

hábeas data implica 

de seguridad y diligencia en la administración 
y conservación de los datos personales y una 

los perjuicios causados por el mal manejo de la 

principios del hábeas data 
su integridad y veracidad y así salvaguardar los 

74.

los principios del hábeas data no aplica solo 

y para el Estado mismo. En estos casos, salta a 

de conservación de documentos con el derecho 

constitucionales, como el derecho a la seguridad 
social75

de petición y h data
guardan y administran, pueden permitir el goce 

76.

74  Corte Constitucional, T-926 de 2013.
75  Corte Constitucional, T-079 de 2016.
76  Corte Constitucional, T-398 de 2015.



G  587 Lunes, 24 de julio de 2017 Página 37

De hecho, si el presupuesto para reconocer este 

por la circulación y acopio de grandes cantidades 
77, entonces no hay ninguna 

disposición es imponer a ciertas personas jurídicas 

de transparencia, como instrumento de la lucha 
contra la corrupción y la garantía de derechos 

La Corte Constitucional al revisar la 
constitucionalidad del artículo 28 de la Ley 
Antitrámite por el cargo de violación del principio 

ante las entidades privadas y las relaciones entre 

la unidad de materia de la Ley Antitrámites. En 
desarrollo del análisis del artículo 28 de la Ley 

el ejercicio de actividades privadas, el artículo 

por las Cámaras de Comercio. // En esta medida, 

78.

Antitrámites guarda una conexión teleológica con 

introduce el artículo 34 del proyecto de ley tiene 
una íntima relación con los propósitos de la Ley 
Anticorrupción. La nueva disposición permite 

77  Corte Constitucional, T-214 de 2004.
78  Corte Constitucional, C-832 de 2006.

contenida en el artículo 34 se mantiene en una 

por el artículo 158 Superior, relativo al mandato 
constitucional de unidad de materia legislativa.

Artículo 41. Sujetos obligados a reportar 
operaciones sospechosas de corrupción. Los 

operaciones inusuales o sospechosas de corrupción 

de Justicia y del Derecho.

expedir la reglamentación correspondiente dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la sanción de la 
presente ley.

La Fiscalía General de la Nación en 

recursos y contactos necesarios, para evadir de 

situación se evidencia particularmente en la 
ejecución de delitos asociados con la corrupción, 
pues generalmente estos son el resultado de 

prometen o acceden a cuantiosas sumas de dinero 

esos hechos ante la autoridad competente. 

tienen conocimiento de operaciones sospechosas 
de corrupción o constitutivas de delitos contra la 

Este tema en particular tiene antecedentes 
legislativos y jurisprudenciales en el marco de la 
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como causal para cancelar la inscripción de un 

encontrado en el ejercicio de su cargo, dentro de 

actos de corrupción (sic). En relación con actos de 

pronunciamiento por parte de la Corte 
Constitucional con ocasión de una demanda de 
inconstitucionalidad en contra del mismo artículo 

agota en la simple asesoría o conservación de 

económica y social de la comunidad. Es pues 

y complementación de la actividad estatal, al de 

de los derechos jurídicamente reconocidos. No se 
trata entonces de una carga accesoria o secundaria, 

de la renovación del compromiso colectivo de la 

79.

ser constitutiva de operaciones sospechosas o 
de ejecución de delitos contra la administración 

la trascendencia del principio de solidaridad 

79 Corte Constitucional, Sentencia C-200 de 2012. Reitera-
ción de los argumentos contenidos en la Sentencia C-062 
de 1998.

los intereses estatales y colectivos protegidos en 
los tipos penales asociados a la corrupción.

– Constitucionalidad de la norma

cuando se trata de delitos contra la administración 

de detrimento patrimonial y transparencia en 

acciones criminales.

criterios de ponderación. Concretamente, la 

siguiente:

situación límite entre su sanción por la revelación 
del secreto y su condena por omisión de denuncia, 
omisión de socorro u comisión por omisión al no 

80.

vulnerando principios o mandatos de orden 
constitucional, simplemente es el resultado de la 

penal, y adicionalmente, se está sosteniendo la 

80 Corte Constitucional, Sentencia C-301 de 2012.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 005 DE 2017 
CÁMARA

por medio del cual se adoptan medidas en materia 
penal en contra de la corrupción.

DECRETA:
CAPÍTULO 1

Medidas punitivas para sancionar  
la corrupción

Artículo 1°. 

“Artículo 46. La inhabilitación para el 

o comercio. 

comercio, se impondrá por el mismo tiempo de la 
pena de prisión impuesta, sin exceder los límites 

ículo 51 de este Código, siempre 

medie relación de causalidad entre el delito y la 

su ejercicio se deriven.
En todas las condenas por delitos contra la 

administración pública el juez deberá imponer 
esta pena, cuando el ejercicio de profesión, arte, 

conducta punible.

Comercio para su inclusión en el Registro Único 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y 
demás autoridades encargadas del registro de la 

Artículo 2°. 

“Artículo 194. Divulgación y empleo de 
documentos reservados. 
propio o ajeno o con perjuicio de otro o de la 
administración de justicia divulgue o emplee 

incurrirá en pena 
, siempre 

Artículo 3°. Adiciónese un inciso al artículo 

circunstancias de agravación punitiva para la 

“Artículo 290. Circunstancia de agravación 
punitiva. La pena se aumentará hasta en la 

en el evento del artículo 289 de este Código.

incrementará en las tres cuartas partes.
Si la conducta recae sobre documentos 

públicos o privados relacionados con el 
sistema general de seguridad social o con 

Artículo 4°. 

Artículo 325 C. Omisión de reportes sobre 
operaciones sospechosas de corrupción. Los 

y del Derecho, omitan el cumplimiento de los 
reportes de operaciones inusuales o sospechosas 

Análisis Financiero (UIAF), incurrirán en prisión 

a trescientos (300) salarios mínimos legales 

Artículo 5°. 

“Artículo 326. Testaferrato. Quien preste 

o de delitos contra la administración pública o 
que afecten el patrimonio del Estado, incurrirá 
en prisión de noventa y seis (96) a doscientos 
setenta (270) meses y multa de seiscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis (666.66) a cincuenta 
mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, sin perjuicio del decomiso de los 

La misma pena se impondrá cuando la conducta 
descrita en el inciso anterior se realice con dineros 
provenientes del secuestro extorsivo, extorsión 
y conexos y la multa será de seis mil seiscientos 
sesenta y seis punto sesenta y seis (6.666.66) a 
cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, sin perjuicio del decomiso de 

Artículo 6°. 

Artículo 340. Concierto para delinquir. 

cometer delitos, cada una de ellas será penada, por 
esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho (108) meses.

Cuando el concierto sea para cometer 

secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, 
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del Terrorismo y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas, o delitos 
contra la administración pública o que afecten 
el patrimonio del Estado, la pena será de prisión 

mil setecientos (2.700) hasta treinta mil (30.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Cuando se tratare de concierto para la comisión 

o sus derivados, la pena será de prisión de seis (6) 

treinta mil (30.000) salarios mínimos legales 

Artículo 7°

“Artículo 390. Corrupción de sufragante. El 

o prórroga, prometa, pague o entregue dinero o 

de un tercero a un ciudadano o a un extranjero 

por un determinado candidato, partido o corriente 

a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

popular o revocatoria del mandato votación en 
determinado sentido.

la promesa, el dinero, la dádiva, el contrato, o 

inciso primero.
La pena se aumentará de una tercera parte a 

el cuarto grado de consanguinidad, segundo 

que durante la jornada electoral o dentro de 
los tres días anteriores a su celebración, porte, 
mantenga o transporte, sumas de dinero 
en efectivo que, en la cuantía que para los 
efectos de este artículo determine la autoridad 

Se entenderá por simpatizante toda 

de propaganda o proselitismo electoral de 

la Ley 599 de 2000, 
Artículo 396B. Violación de límites de 

gastos de campaña y de aportes máximos de 
particulares a campañas. El gerente, candidato, 
administrador, o auditor 

electoral, o recaude, permita o promueva 
aportes particulares que superen los límites 

En igual pena incurrirá el aportante que 

legislación electoral.
Para los efectos de lo previsto en este artículo 

se entenderá que la asunción de gastos de 

Artículo 9°. 

agravación punitiva en los delitos de peculado, el 

“Artículo 403B. Circunstancia de agravación 
en programas de infancia. Las penas previstas en 
los artículos del presente capítulo se aumentarán 
de una tercera parte a la mitad, cuando las 

Artículo 10

Artículo 407A. Cohecho por acto ilegal 
cumplido. 
sin mediar promesa remuneratoria, solicite o 

Artículo 11. 

Artículo 407B. Circunstancias de agravación. 
Las penas previstas para los delitos comprendidos 
en este capítulo se aumentarán en la mitad cuando 

superior a cien (100) salarios mínimos mensuales 

Artículo 12. 
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“Artículo 408. Violación del régimen 
legal o constitucional de inhabilidades e 
incompatibilidades. 

en prisión de sesenta y cuatro (64) a doscientos 

punto sesenta y seis (66.66) a trescientos (300) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

En la misma pena incurrirá el contratista 
que intervenga en cualquiera de las conductas 

Artículo 13

“Artículo 410A. Acuerdos restrictivos de 
la competencia. cualquier etapa 
de un proceso de contratación estatal se 

o 
fraudulentamente el procedimiento contractual, 

multa de doscientos (200) a mil (1.000) salarios 

para contratar con entidades estatales por ocho (8) 

En la misma pena incurrirá quien se concerte 

cualquier proceso de contratación privada en 

Parágrafo. 
o clemente mediante resolución en 
exoneración total de la multa a imponer por parte 
de la Superintendencia de Industria y Comercio en 
una investigación por acuerdo anticompetitivos en 

siguientes 
tercera parte, un 40% de la multa a imponer y una 

Artículo 14. 

“Artículo 411A. Interés indebido en actuación 
administrativa. 
propósitos económicos se interese en provecho 

de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) 
a trescientos (300) salarios mínimos legales 

Artículo 15. 

“Artículo 412. Enriquecimiento ilícito. El 

cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 

noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses.

supera el valor de cien (100) salarios mínimos 
mensuales legales vigente la pena se aumentará 

Artículo 16. Modifíquese el artículo 415 

circunstancias de agravación punitiva del 
delito de prevaricato, el cual quedará así:

“Artículo 415. Circunstancia de agravación 
punitiva
anteriores se aumentarán hasta en una tercera parte 
cuando las conductas se realicen en actuaciones 

por delitos de genocidio, homicidio, tortura, 

La pena se incrementará en la mitad cuando 

administre justicia de manera permanente o 
transitoria, pertenezca al nivel directivo de una 
autoridad administrativa, o la conducta derive 

Artículo 17. 

“Artículo 418. Revelación de secreto. El 

o reserva, incurrirá en pena de prisión de tres (3) 
y multa de veinte (20) a ciento 

veinte (120) salarios mínimos legales mensuales 

Si de la conducta resultare perjuicio, la pena 
, 

multa de sesenta (60) a doscientos cuarenta (240) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
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“Artículo 419. Utilización de asunto sometido 
a secreto o reserva. 

incurrirá 

del empleo o cargo público, 
conducta no constituya otro delito sancionado con 

Artículo 19. 

“Artículo 420. Utilización indebida de 
El servidor 

este persona natural o jurídica, incurrirá en pena 

del empleo o cargo público

Artículo 20. 

“Artículo 422. Favorecimiento electoral. 

movimiento político, incurrirá en prisión de seis 

a veinte mil (20.000) salarios mínimos mensuales 

Artículo 21. 

“Artículo 431. Utilización indebida de 
información obtenida en el ejercicio de función 
pública. 

durante el 
anterior utilice, en provecho propio o de un tercero, 

incurrirá en 

Artículo 22. 

“Artículo 441. Omisión de denuncia de 
particular. 
de la comisión de un delito de genocidio, 

administración de recursos relacionados con 

delitos contra 
la administración pública contemplados en el 
Título XV, Capítulos I al VII, de este libro, y 

Título II y en el Capítulo IV del Título IV de este 

autoridad, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho 

Artículo 23. 

“Artículo 445A. Manipulación fraudulenta 
de actuaciones procesales. 

intervenir incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho 

seis (66.66) a trescientos (300) salarios mínimos 

Artículo 24. 

“Artículo 446. Favorecimiento. 
conocimiento de la comisión de la conducta 

la acción de la autoridad o a entorpecer la 
investigación correspondiente, incurrirá en prisión 

lavado de activos, 
testaferrato, 

o delitos contra la administración pública o que 
afecten el patrimonio del Estado, la pena será de 

meses de prisión.

Cuando el favorecimiento consista en 
la prestación de servicios profesionales o 

rastreo o ubicación de dinero, bienes o rentas 
provenientes de actividades ilícitas las penas 
previstas en este artículo se aumentarán en la 

Si se tratare de contravención se impondrá 
multa.

Artículo 25. 

actuación judicial o administrativa, incurrirá, por 
esta sola conducta, en pena de prisión de tres (3) 
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CAPÍTULO 2
Medidas procesales para combatir la 

corrupción
Artículo 26. 

de los jueces de control de garantías, los cuales 

Artículo 39. De la función de control de 
garantías

los cuales tendrán competencia en todo el 
territorio nacional

penal municipal, o concurra causal de impedimento 

del mismo lugar sin importar su especialidad o, a 

de Garantías será ejercida por un Magistrado de la 

cuatro o más jueces municipales, un número 
determinado y proporcional de jueces ejercerán 

dispuesta por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura o de los respectivos 
Consejos Seccionales de la Judicatura, previo 

tener en cuenta.

adelantados por la Unidad Nacional de Derechos 
Humanos de la Fiscalía General de la Nación o 

La Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura o los respectivos Consejos 

Parágrafo 4°. Cuando los jueces de control 
de garantías deban resolver sobre las solicitudes 
de revocatoria, libertad o sustitución de medida 
de aseguramiento solo podrá ser solicitada ante 
los jueces de control de garantías de la ciudad 

donde se presentó o deba presentarse el escrito 

Artículo 27. 

“Artículo 85A. Suspensión de pagos o giros 
de recursos públicos. 

la suspensión de pagos o giros, cuando se tengan 

con conductas vinculadas a investigaciones por 

“Artículo 92A. Medidas cautelares sobre 
contratos estatales. 

de las víctimas, podrá decretar la suspensión del 

Artículo 29. Adiciónese un inciso al artículo 

“Artículo 132. Víctimas. Se entiende por 

naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos 

La condición de víctima se tiene con 

enjuicie o condene al autor del injusto e 
independientemente de la existencia de una 

Parágrafo. En los procesos contra la 
administración pública o el patrimonio del 
Estado, solo podrán constituirse como víctimas 

República o las Contralorías Territoriales, 

Artículo 30. 

Artículo 212B. Reserva de la actuación penal. 
La indagación será reservada. En todo caso, 

actuación como parte de su estrategia procesal o 

Artículo 31. 

así:
“Artículo 224. Plazo de diligenciamiento de 

la orden de registro y allanamiento. La orden de 
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Parágrafo. Sin perjuicio de los casos 

actividades investigativas que requieran 

diligenciada en un plazo máximo de seis (6) 

meses, cuando esta se expida con posterioridad 

Artículo 32. 

“Artículo 292. Interrupción de la prescripción. 
La prescripción de la acción penal se interrumpe 

el artículo 83 del Código Penal. En este evento no 

Artículo 33. Adiciónense dos nuevos 

será interrumpido con la instalación de la audiencia 

Política. En todo caso, para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el presente artículo se tendrá en cuenta 

la Convención Americana de Derechos Humanos 
y la jurisprudencia interamericana.

de todos los actos de investigación concomitantes 

Artículo 34. 

“

conocimiento procederá inmediatamente a 

proceda a suspender en el ejercicio del cargo al 

Cuando se trate de investigaciones adelantadas 

comunicaciones correspondientes.

de los procesados, cuando su ejercicio haya sido 
determinante para la comisión de la conducta 

Artículo 35. 

Artículo 410. Obligatoriedad del servicio 
de peritos. 
sus delegados podrán solicitar a las entidades 
públicas o privadas, la designación de expertos 

quiera que la naturaleza de las conductas 
punibles que se investigan requiera de la 
ilustración de tales expertos.

El director de la entidad o dependencia 
pública o privada realizará la designación 
dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo 
del requerimiento de la Fiscalía. La designación 

solo podrá excusarse por enfermedad grave, 

designado como perito en otra actuación en 
curso, o cuando exista una razón que, a juicio 

en la investigación.

El incumplimiento de cualquiera de las 
obligaciones consagradas en este parágrafo 
o del deber de comparecer al juicio oral dará 
lugar a falta disciplinaria gravísima en el caso 
de los servidores públicos o la imposición de 
multa de diez (10) salarios mínimos legales 

Artículo 36. 

“Artículo 429A. Cooperación interinstitucional 
en materia de investigación criminal. Los 

producida por las autoridades administrativas en 

de los procedimientos propios de las actuaciones 

investigaciones penales correspondientes.

o producidos por las autoridades administrativas 
en desarrollo de sus competencias, podrán ser 

la actuación administrativa correspondiente o por 
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CAPÍTULO 3.
Medidas administrativas para prevenir la 

corrupción
Artículo 37. 

directamente o por 
interpuesta persona 
cualquier monto a cargos de 
elección popular la Presidencia 

superiores al dos punto cinco por ciento (2.0%) de 
las sumas máximas a invertir por los candidatos en 

ni subcontratar o 
sus contratistas

elegido el candidato.

política.

representante legal, junta directiva 

por interpuesta persona 
cualquier cargo de elección popular. 

 alcaldías

lugar a las sanciones contempladas en el Código 
Penal para estas conductas.

se aplicará respecto de los contratos de prestación 

. Adiciónese un inciso 4° al literal 

comisión de delitos contra la Administración 

contemplados por la Ley 1474 de 2011 y sus normas 

delictivas contempladas por las convenciones o 
tratados de lucha contra la corrupción suscritos y 

transnacional.

condenatoria.

en calidad de administradores, representantes 

y a las sucursales de sociedades extranjeras, con 

ordenado la suspensión o cancelación de la 

miembros de junta directiva o sus socios 

las sucursales de sociedades extranjeras, que 

un principio de oportunidad por cualquier 
delito contra la administración pública o el 

Artículo 39. 

incompatibilidades contempladas en este 
artículo se aplicarán a cualquier proceso de 
contratación privada en el que se comprometan 

CAPÍTULO 4
Disposiciones complementarias

Artículo 40. Conservación de documentos 
de personas jurídicas sin ánimo de lucro. Para 

Transcurrido este lapso, podrán ser destruidos, 

garantice su reproducción exacta.
Artículo 41. Sujetos obligados a reportar 

operaciones sospechosas de corrupción. Los 

o sospechosas de corrupción a la Unidad de 

Derecho.
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expedir la reglamentación correspondiente dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la sanción de la 
presente ley.

Artículo 42. Vigencia. La presente ley 
rige a partir de su promulgación y deroga las 

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de julio de 2017 ha sido presentado 
en este Despacho el Proyecto de ley número 005 
con su correspondiente exposición de motivos, 
por doctor Néstor Humberto Martínez Neira.

El Secretario General,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 006 DE 2017 
CÁMARA

el Decreto-ley 1567 de 1998 y se dictan otras 
disposiciones.

Bogotá, D. C.,

RODRIGO LARA

Bogotá, D. C.

número 006 de 2017 Cámara, por la cual se 

de 1998 y se dictan otras disposiciones.

Para su consideración y trámite, nos 
permitimos presentar el proyecto de ley, por la 

ley 1567 de 1998 y se dictan otras disposiciones, 
y su correspondiente exposición de motivos, 

Con este proyecto de ley se está dando 
cumplimiento a uno de los acuerdos del acta 

2017.

Anexo lo enunciado.

PROYECTO DE LEY 006 DE 2017 CÁMARA

el Decreto-ley 1567 de 1998 y se dictan otras 
disposiciones.

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 24 de la Ley 909 de 

Encargo. Mientras se surte el 
proceso de selección para proveer empleos de 
carrera administrativa, los empleados de carrera 
tendrán derecho a ser encargados en estos si 

no han sido sancionados disciplinariamente 

no haya empleados de carrera con evaluación 

sucesivamente.

Artículo 2°. El artículo 29 de la Ley 909 de 

Concursos

de ascenso y los adelantará la Comisión Nacional 

En los procesos de selección o concursos 
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a un cargo superior dentro de la planta de personal.
El concurso será de ascenso cuando:
1. La vacante o vacantes a proveer pertenecen a 

la misma planta de personal, en los niveles asesor, 

convocados a concurso.

convocados a concurso es igual o superior al 
número de empleos a proveer.

convocará a concurso de ascenso hasta el 30% 
de las vacantes a proveer. Los demás empleos se 

Si en el desarrollo del concurso de ascenso 

concurso se declarará desierto y la provisión de los 

una nueva inscripción.
Para participar en los concursos o procesos de 

Parágrafo.
no ha sido evaluado por la ocurrencia de alguna 
situación administrativa o por actividad sindical 

Artículo 3°. El literal g) del artículo 6° del 

“g) Profesionalización del servidor público. 

de su tipo de vinculación con el Estado, podrán 
acceder a los programas de capacitación y 

las necesidades y al presupuesto asignado. En 

prioridad a los empleados con derechos de carrera 

Artículo 4°.

esenciales para su desarrollo, el mejoramiento 

de la calidad de los servicios prestados en las 

conocimientos o de competencias, aplicadas por 
el Departamento Administrativo de la Función 

Para el desarrollo de las modalidades de 

Artículo 5°. Las normas previstas en la presente 

la materia. 
Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su 

de 2004 y el Decreto-ley 1567 de 1998 y deroga 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. Introducción 

algunos aspectos de la Ley 909 de 2004, el 
Decreto-ley 1567 de 1998 y se dictan otras 

las condiciones para otorgar los encargos a los 

vinculación. 
La carrera administrativa es por esencia 

móvil pues, de no serlo, deja de ser carrera y se 
convierte en simple procedimiento de ingreso al 

empleados así vinculados sientan la necesidad de 

aportar el sistema: un empleo y un salario. 
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mejorando su grado de remuneración y su nivel 

altas posiciones dentro de la respectiva planta 

de concursos de ascenso, donde participan los 

H. Corte Constitucional en la Sentencia C-063 de 

parte de la respectiva carrera.

transcendentales para impulsar y generar la cultura 

án 

la administración de personal o mejorar los 

ostentan derechos de carrera.

(1.148.730)1 corresponden al 2,34% de la 

los cuales el 98,2% (1.128.263) pertenecen a las 

número de personas al servicio del Estado está 
en la Rama Ejecutiva, con 1.053.198 empleados, 
de los cuales en el Orden Nacional se encuentran 
108.664 empleos; siendo los sectores con mayor 

Según el Plan Anual de Vacantes 2016, el 

la Rama Ejecutiva del Orden Nacional y cerca 

vacancia de cerca del 30% en el nivel nacional y 

Estado han venido creciendo durante los últimos 

venido supliendo mediante la contratación de 
personal al margen de la nómina. 

Así mismo, según el FURAG2 (2016), de 126 
entidades del Orden Nacional, el 16% incluyeron 

1 

2  Formulario único de Reporte de Avances de la Gestión: 

Planeación y Gestión como instrumento de articulación y 
reporte de la planeación, para capturar, monitorear y eva-
luar los avances sectoriales e institucionales en la imple-
mentación de las políticas de desarrollo administrativo de 
la vigencia anterior al reporte.

la provisión por concurso de empleos de carrera. 
Los actuales mecanismos de reclutamiento, 

ingreso, promoción y evaluación de los servidores 

Hoy la provisionalidad en el nivel territorial 

la generación de capacidades en las instituciones, 

2. Inclusión de los concursos públicos de 
ascenso en el modelo de empleo público

cargos de carrera y el ascenso en los mismos se 

De acuerdo con lo anterior, la carrera es la regla 

Así mismo, la Constitución Política3 reiteró la 
previsión constitucional del artículo 62 de la Carta 

política de los ciudadanos podrá determinar su 

su promoción o retiro.
De acuerdo con lo anterior el ingreso y el ascenso 

este modo, el Constituyente dejó en manos del 

y límites de la carrera administrativa.

como un concepto dinámico, y no estático.

3  Artículo 125.
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carrera. 

“Concursos. Los concursos para el ingreso 
y el ascenso a los empleos públicos de carrera 
administrativa serán abiertos para todas las 
personas que acrediten los requisitos exigidos 
para su desempeño. (…)”.

y ocupar empleos de carrera administrativa, lo 

vinculados al servicio y pretenden ingresar 

derechos de carrera. De esta especial condición, 

demás servidores y ciudadanos, y en particular el 
derecho de ascender en la carrera administrativa 
consagrado en el artículo 125 superior.

3. 
carrera administrativa

personal ya inscrito en la carrera administrativa, 

servicio del Estado, tanto la consolidación de una 

Si se aspira a la consolidación de una 

ículo 2°), es 

La carrera administrativa tiene, por tanto, 

de los concursos de ascenso programados. Para 

las riendas de sus nuevos roles institucionales, 

de necesidades del ciudadano, en procura de 

una manera más adecuada cuando es prestado por 

cual no constituye una negación de los concursos 

constituyen la regla general para el ingreso al 

en la generalidad de los casos para proveer los 
cargos de carrera administrativa pertenecientes a 

documento de revisión4 preparado en el contexto 
de la decisión del Consejo de la OCDE del 30 de 

se sostiene que en Colombia no existe movilidad 
en el empleo, toda vez que los funcionarios 
son nombrados para un empleo en particular y 
para lograr un ascenso deben participar en un 

necesidades de personal tienen que ser cubiertas 
mediante la creación de nuevas vacantes que 
no son provistas mediante la redistribución del 
personal existente.

Sobre este punto, la OCDE asevera que la 
situación podría mejorar mediante la creación 
de posibilidad de movilidad y red

no sea la única manera de llenar las vacantes. 

salarial más alto, sino solo mediante la selección a 

4 

-
nacionales para mejorar la capacidad de gestión estatal, 

en todo el país.
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un puesto en un grado superior. 

progresión salarial crea un incentivos adverso 

energía en la preparación para los concursos de 

sistema de exámenes de reclutamiento no parece 

En resumen, para la OCDE uno de los aspectos 

permitan el ascenso en la carrera del personal 

constitucionalidad, no admitimos la creación 

concursos de ascenso, estaremos avocados, con 

servicio y los resultados de la administración. 

los concursos de ascenso, le permite al Estado 

conocimiento y dedicación garanticen, cada 

en lo personal sino en lo institucional; aserto 

constitucionalidad de los concursos de ascenso.

“Solo detallar que en el empleo público actual 
no hay ningún sistema o régimen de movilidad 
salarial horizontal ni vertical, pues el “ascenso” 
por concurso externo no puede catalogarse dentro 
de esa noción, ya que no es propiamente hablando 
un sistema de promoción interna. Colombia, como 
se viene señalando, se aleja, así, notablemente de 
otros países de la región y asimismo de los países 
de la OCDE, incluso de aquellos que encuadran 
su función pública dentro de los “sistemas de 
empleo”.

La carencia de movilidad salarial horizontal 
y vertical convierte al sistema de carrera 

administrativa colombiano en un modelo de 
fuerte rigidez, sin mecanismos de incentivación y 
que no promueve el desarrollo profesional de los 
empleados públicos, lo que transforma al empleo 
público en una suerte de institución fosilizada 
o agua estancada, con consecuencias muy 
negativas sobre el desempeño contextual y con 
las prestaciones que esa institución provee tanto 
al Gobierno como a la ciudadanía, que podrían 

án el 
sistema de movilidad funcional y salarial”. 

(…) 
“El sistema de función pública en Colombia, 

siguiendo los parámetros de la OCDE (sentados 
hace varias décadas), se encuadra dentro de los 
“sistemas de empleo” o también denominados de 
“puestos de trabajo”.

La paradoja estriba en que nominalmente 
(desde la Ley de 1938) el sistema del empleo 
público colombiano se enuncia de “carrera 
administrativa”. Sin embargo, sus presupuestos 
conceptuales y su arquitectura institucional 
distan mucho (por no decir todo) de los que son 
las notas características propias de un sistema de 

expuesto la OCDE.

el sistema de carrera con la instauración del 
sistema de mérito en el acceso. Sin embargo, son 
dos cosas distintas. El mérito es presupuesto de 
la profesionalización de la función pública, junto 
con otros atributos clásicos como la inamovilidad 
o la imparcialidad. Estas tres notas son las que 

función pública. 
Pero otra cosa son los modelos de organización 

o de estructura de esta función pública. Los 
modelos que la OCDE denomina como de 
“carrera” o de “empleo” parten del presupuesto 
de que el mérito es la base en la que se asientan, 
pues sin esa exigencia no hay garantía de 
profesionalidad ni se puede otorgar el estatuto de 
estabilidad ni salvaguardar la imparcialidad o la 
independencia. 

(…) Ello implicaría reconocer que, sin 
perjuicio de la caracterización constitucional y 
legal, el sistema colombiano no es actualmente de 
carrea administrativa, sino de empleo o de puesto 
de trabajo, dado que se accede no a una estructura 
o agrupación de puestos a partir de cuyo ingreso 
se hace carrera profesional, sino a su puesto de 
trabajo o empleo en el que el empleado público 
se inserta no pudiendo ascender a otros puestos 
o empleos sino a través de concurso externo en 
libre concurrencia con los demás aspirantes que 
quieran competir por ese empleo”.

concurso de ascenso.
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Así mismo, se propone otorgar la competencia 

el propósito de evaluar de manera progresiva el 

su desarrollo, el mejoramiento de la calidad de los 

conocimientos o de competencias, aplicadas por 
el Departamento Administrativo de la Función 

Para el desarrollo de las modalidades de 

4. 
con ascenso de sus servidores

concursos: de ingreso y de ascenso en la carrera 
administrativa.

A continuación, se expondrán algunos ejemplos 
de estas carreras:

El Decreto-ley 274 de 2000, por el cual se 

ingreso, el ascenso, la permanencia y el retiro de 

La Carrera Diplomática y Consular regula 
igualmente las situaciones administrativas 

del principio de Especialidad, la administración 
y vigilancia de la carrera diplomática y consular 
estará a cargo del Ministerio de Relaciones 
Exteriores.

El ingreso a la Carrera Diplomática y Consular 
se hará por concurso. Los concursos de ingreso 

aptitud e idoneidad de los aspirantes a la Carrera 
Diplomática y Consular. El ingreso a la carrera 
sólo podrá hacerse en la categoría de Tercer 
Secretario. 

Los ascensos sólo proceden de categoría en 
categoría.

Diplomática y Consular son las siguientes:

c) Ministro Consejero;
d) Consejero;
e) Primer Secretario;

g) Tercer Secretario.
El ascenso dentro de la Carrera Diplomática y 

Consular es una promoción a la categoría superior 
inmediatamente siguiente dentro de la estructura 

Carrera Diplomática y Consular podrá optar por 
el ascenso o por permanecer en la categoría del 

a) Solicitud del interesado;

calendario común inmediatamente anterior a 

siguiente tiempo:

El Decreto-ley 1790 de 2000, por el cual se 

independencia, la integridad del territorio nacional 
y del orden constitucional. Están constituidas por 

Militares. Es la lista de cargos dentro de la 
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mínimos para el cargo.

de mando, comprende los siguientes grados en 
escala descendente:

OFICIALES

1. General
2. Mayor General
3. Brigadier General

1. Coronel
2. Teniente Coronel
3. Mayor

1. Capitán
2. Teniente

2. Armada

1. Almirante
2. Vicealmirante
3. Contraalmirante

1. Capitán de Navío
2. Capitán de Fragata

1. Teniente de Navío
2. Teniente de Fragata

1. General
2. Mayor General
3. Brigadier General

1. Coronel
2. Teniente Coronel
3. Mayor

1. Capitán
2. Teniente

SUBOFICIALES

a) Sargento Mayor de Comando Conjunto

c) Sargento Mayor
d) Sargento Primero
e) Sargento Viceprimero

2. Armada

Conjunto

h) Marinero Primero
i) Marinero Segundo

de la Armada, como Marinero Segundo en los 

adaptación y condiciones para el servicio y podrán 

servicio, o a más tardar dentro de los treinta (30) 
días calendario siguientes al vencimiento del 
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mínimos:

evaluaciones anuales reglamentarias;

reglamentarios;

el reglamento vigente;
e) Acreditar los tiempos mínimos de mando 

en la Armada Nacional, como se estipula en el 
presente decreto;

mínimos:

el reglamento vigente;
d) Acreditar los tiempos mínimos de servicio 

Los siguientes tiempos mínimos de servicio en 

inmediatamente superior.

2. Teniente o Teniente de Fragata cuatro (4) 

5. Teniente Coronel o Capitán de Fragata cinco 

7. Brigadier General, Contraalmirante cuatro 

8. Mayor General o Vicealmirante cuatro (4) 

mando.

Los Decretos Ley 2277 de 1979, por el cual se 

docente y 1278 de junio 19 de 2002, por el cual 

y permitiendo asignar el correspondiente salario 

2002, se rigen por el Decreto-ley 2277 de 1979, 

y B y 14 categorías (1 a 14) donde:

categoría 7
En este modelo, los ascensos se dan por tiempo 
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estará compuesto por cuatro (4) niveles salariales 
(A-B-C-D).

Nivel Salarial A del correspondiente grado, según 

competencias.

los docentes o directivos docentes estatales en los 

siguientes:
Grado Uno:
a) Ser normalista superior.

Grado Dos:

Grado Tres:

en el Grado Uno o Dos.

a uno de estos grados, previa superación de la 

y Carcelaria Nacional
El Decreto-ley 407 de 1994, por el cual se 

Auxiliares de Guardia comprenden los siguientes 
grados:

1. Comandante Superior.
2. Mayor.

3. Capitán.
4. Teniente;

2. Inspector.

c) Categoría de Dragoneantes:
1. Dragoneantes.
2. Distinguidos;
d) Categoría de alumnos y auxiliares de 

guardia:
1. Alumnos aspirantes a Dragoneantes.

penitenciaria tendrán prelación para ser 
ascendidos a los empleos vacantes de la categoría 

especiales. 

Custodia y Vigilancia Penitenciaria y Carcelaria 

existentes:

Penitenciaria;

acuerdo con el reglamento;

presente decreto.

El Decreto-ley 256 de 2013, por el cual se 

y la regulación de los empleos de carrera, entre 
otros aspectos. 
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en los cuales podrán participar en igualdad de 

al interior de la respectiva planta de personal, el 

inmediatamente superior; de no existir la vacante 

Carrera permanecerá en su cargo y grado hasta 

causales de retiro.

grados, así:

de procesos de selección, en los cuales podrán 

empleos.

políticos o culposos, ni tener antecedentes 

6. Poseer licencia de conducción mínimo C1 o 

Decreto-ley 785 de 2005, y con los siguientes, de 
acuerdo con las vacantes existentes:

políticos o culposos, ni tener antecedentes 

Los siguientes son los tiempos mínimos, como 

superior:

El Decreto-ley 20 de 2014, por el cual se 

de carrera especial de la Fiscalía General de la 

los concursos o procesos de selección para proveer 
los cargos de la Fiscalía General de la Nación y 
de sus entidades adscritas serán de ingreso y de 
ascenso.

En los concursos de ingreso para la provisión 

de la Nación y de sus entidades adscritas se 
adelantarán podrán participar todas las personas 

ningún tipo de discriminación.

la carrera especial y permitirles la movilidad a un 
cargo o categoría inmediatamente superior dentro 
del mismo grupo o planta de personal.

El concurso será de ascenso cuando:
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a un mismo grupo o planta de personal y a los 

concurso.

convocados a concurso sea igual o superior al 
número de empleos a proveer.

convocará a concurso de ascenso hasta el 30% 
de las vacantes a proveer. Los demás empleos se 

Si en el desarrollo del concurso de ascenso no 

el concurso se declara desierto y la provisión 

ingreso. Quienes se hayan inscrito inicialmente 

una nueva inscripción.
Para participar en los concursos o procesos de 

inmediatamente anterior.

a la convocatoria.

“… la Constitución Política de 1991 posibilita 
la realización de ambos tipos de concursos: de 
ingreso y de ascenso en la carrera administrativa. 
El primero, dirigido a todos los interesados en 

segundo, para garantizar la movilidad interna a 
quienes ya hacen parte del sistema de carrera. 
Lo que no debe es confundirse ni asimilarse 
concurso de ascenso con concurso cerrado 
y concurso de ingreso con concurso abierto, 
porque las expresiones abiertos y cerrados dan 
cierta sensación de ilegitimidad. Además, si la 
Constitución impidiera los concursos de ascenso, 
serían inconstitucionales las disposiciones sobre 
los ascensos en varios sistemas especiales de 
carrera. Entre otras, la carrera diplomática y 
consular, la carrera de la policía nacional o la 
carrera militar. 

“De otro lado, debe tenerse presente que la 
movilidad horizontal y vertical al interior del 
sistema de carrera produce un impacto positivo 
en los empleados que de él hacen parte, porque 
saben que de su rendimiento y desempeño, en 
comparación con los demás empleados de carrera, 
dependerán las oportunidades para el ascenso en 
el sistema y su consecuente mejoramiento laboral, 
salarial y personal. Esa percepción se desvanece 
cuando los servidores públicos encuentran que 
para acceder a un cargo superior deben competir 
con un número muy superior de candidatos…”. 
(Se destaca).

“La gestión del talento humano en las 
organizaciones públicas colombianas no se ha 
actualizado a un modelo estratégico acorde con 
las nuevas formas de acción estatal. 

De acuerdo con lo anterior, existen sistemas 

5. 
el ámbito internacional

del Estado. El modelo de estructura cerrado 

común. En este caso no existe una noción de 
carrera administrativa5.

concurso de acenso en otras legislaciones, veamos:
Francia

contratado para un determinado empleo sino para 

5 

-

2005.
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y de tiempo completo. El encargado de dirimir 

hace con el consentimiento de estos. Para ingresar 

¨relación de ascensos¨ o por concurso.

pertenecen a la administración.

Alemania
El principio de carrera como institución 

jurídica tiene sus inicios en Baviera desde 1805. 

y un nivel superior.

excepcionales.
El ascenso de una categoría a otra se lleva a 

dándole la oportunidad a ocupar un cierto número 

a elección por parte de la administración, siendo 
un acto discrecional respetando los criterios 

materia de promoción, solo tiene importancia 

lealtad y neutralidad política. El periodo de 

la capacitación.

acuerdo a unas mismas aptitudes. Tienen acceso 

ver con la docencia.
La necesidad de la integración de los 

los principios de la carrera administrativa, la 
neutralidad en el servicio y la promoción por 

para lo cual se exige poseer título, experiencia 

propio cuerpo y la promoción interna desde 

y el grado individual, se presenta movilidad de 

personas capacitadas para asegurar una gestión 

promoción interna.

Los sistemas de selección para el ingreso a la 

concurso, y el concurso-oposición. La oposición 

teóricos y prácticos.

presten sus servicios durante su vida activa, 
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colectivos como se les conoce.
Ecuador 

administrativa. Mediante la Ley de 1964, rige 

humano integral.

servidores de carrera serán seleccionados, 

destitución por causa justa. Tienen derecho a 
ser trasladados a puestos y vacantes de igual 

Los ascensos representan aumentos de salarios 

en cada nivel.
Paraguay

colectivo de sus cargos.
Perú
En el Perú, la carrera administrativa es de 

Administrativa.

administrativa como un conjunto de principios 

permanencia en cada nivel. La remuneración 

La carrera administrativa se estructura por 

diversos puestos en su trayectoria dentro de la 

no pertenecen a la carrera administrativa los 

Estado o de sociedades de economía mixta.

legislaciones consultadas admiten el concurso 
de ascenso como mecanismo para escalar dentro 
de la respectiva carrera administrativa, pues la 

connaturales a su existencia y desarrollo. 
De acuerdo con el anterior recuento, se 

evidencia la importancia de permitir la inclusión de 
los concursos de ascenso para lograr la movilidad 

6. Análisis jurisprudencial
De acuerdo con la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional, la carrera constituye la 
regla general para el ingreso y la permanencia 

constitucionales de la carrera. 

ese sigue un criterio vigente de la corporación, 

en cuenta la experiencia de los empleados de la 

de estimular el ascenso y la permanencia, se 

hacen parte de la carrera. 

interpretar armónicamente el contenido del 
artículo 125 C. P., con normas superiores lleva 
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con un reconocido valor para el ordenamiento 
constitucional.

Múltiples son los pronunciamientos de la 

la constitucionalidad de los concursos de ascenso, 
dentro de las cuales merecen ser destacadas los 
siguientes:

La Corporación en la Sentencia número C-011 
de 1996, M. P. Doctor Hernando Herrera Vergara, 
expresó:

“El artículo 48 del Decreto-ley 3492 de 19866 
establece que para la provisión de empleos de 
carrera de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil debe realizarse primero el concurso de 
ascenso con el personal escalafonado de esa 
entidad, y solo cuando los participantes no tengan 

a juicio de esta Corte, está en armonía con 
los mandatos constitucionales, en la medida 
en que los funcionarios que pertenecen a la 
carrera administrativa son acreedores de los 
derechos adquiridos, que en ningún momento 
se oponen al derecho de todas las personas de 
participar en la gestión pública y de acceder, en 
consecuencia, al servicio público a través de la 
modalidad de la carrera administrativa, sino que 
se complementan, por cuanto el ingreso a esta 
dio lugar a la misma protección de los derechos 
de los empleados inscritos, siempre que reúnan 
los requisitos establecidos por la Constitución y 
la ley, que tienen su fundamento principal en el 
mérito de unos y otros.

“Al momento de presentarse una vacante en la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, rige el 
derecho de preferencia adquirido por el personal 
de carrera administrativa, debiendo iniciarse la 
provisión, en primer lugar, con los funcionarios 
escalafonados de esa institución, mediante el 
concurso que constitucional y legalmente se ha 
implementado, es decir, con el concurso cerrado 
o de ascenso, y luego, si no han sido llenados 
dichos cargos, se deberá, en consecuencia, 
proseguir con el concurso abierto para dar igual 
oportunidad a aquellos que no pertenecen a la 
carrera administrativa. Los artículos, en sus 
partes acusadas, en nada vulneran la Constitución 
Política, pues, antes por el contrario se ajustan a 
los principios generales de la carrera reconocidos 
en la Carta
de preferencia y los derechos adquiridos de 
quienes pretendan ascender, y de aquellas que 
deseen aspirar a ingresar a la Registraduría 
Nacional del Estado Civil.

“Por lo expuesto, se tiene que los artículos, 
en sus partes acusadas, en nada vulneran la 

6 -
gistraduría Nacional del Estado Civil y se dictan otras 
disposiciones.

Constitución Política, pues, antes por el contrario 
se ajustan a los principios generales de la carrera 

los derechos de preferencia y los derechos 
adquiridos de quienes pretendan ascender, y 
de aquellas que deseen aspirar a ingresar a la 
Registraduría Nacional del Estado Civil…”. (Se 
subraya).

de ascenso tienen respaldo en la propia Carta 

desconocimiento implicaría la violación del 
artículo 58 superior.

Constitucional en la Sentencia C-063 de 1997, M. 

en los cargos de carrera es más amplia, en la 
medida en que el Legislador se coloca frente a 
tres objetivos con igual peso jurídico y fuerza 
vinculante, lo cual permite desarrollar un 
campo numeroso de opciones legítimas, según 
la razonable ponderación que efectúe el órgano 
político. Así, en determinadas ocasiones, puede 
la ley consagrar formas de concurso cerrado 

las expectativas de ascenso de los servidores 
ya escalafonados. Este procedimiento podría 
denominarse un concurso de ascenso en estricto 
sentido, pues desde un punto de vista puramente 
lógico y semántico, solo pueden ascender en el 
escalafón quienes ya han ingresado a él, ya que 

uno superior dentro de una misma jerarquía, lo 
cual supone que la persona ya hace parte de la 
organización…”.

El Legislador es un órgano que actúa 
libremente en el marco de la Constitución, dentro 
del cual goza de facultad para determinar los 
requisitos y límites de la carrera administrativa. 
Por consiguiente, el hecho de que se haya 
declarado la constitucionalidad de un concurso 
cerrado para el ascenso no exige al Legislador 
que ordene que todos los concursos de ascenso 
a la función pública deben ser de ese tipo, pues 
la Corte simplemente señaló que el Legislador 
puede establecer un concurso cerrado para el 
ascenso, no que tenga que hacerlo en todos los 
casos de ascenso en la administración. 

“La Constitución no ordena que la carrera 
administrativa de todas las entidades del Estado 
debe ser idéntica, pues admite la existencia de 
regímenes especiales (…).Es pues perfectamente 
legítimo que la ley establezca una modalidad de 
concurso de ascenso en la carrera administrativa 
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especial de la Contraloría que sea diferente del 
que fue consagrado para la Registraduría. (Se 
subraya).

Acompasando los criterios jurisprudenciales 

ascenso a los cargos de carrera se harán previo el 

una modalidad constitucionalmente válida 

trasponer otros principios en detrimento del 
contenido literal de la precitada norma, pues no 

la carrera administrativa previa demostración del 

Corte Constitucional en la Sentencia C-045 de 
1998, M. P. Doctor Jorge Arango Mejía, donde 
expresó:

“La Corte ha reconocido, dentro de ciertos 
límites, la facultad del legislador de organizar 
concursos que tengan por objeto permitir ascensos 
dentro de la carrera, y en los que participen 
solo quienes estén en ella, como una forma de 
dar efectividad al derecho a la estabilidad de 
quienes, vinculados con la administración, deseen 
ascender: concursos para ascensos.”

ingreso 
y ascenso dentro de la carrera, sino que dejó 
la competencia respectiva en cabeza del 
legislador…”.

el actor debe entenderse entonces según el 
momento de la selección: el ámbito personal no 
tiene que ser necesariamente el mismo para el 
ingreso a la carrera que para el ascenso dentro 
de ella. Se trata de dar opción, sin preferencias ni 
discriminaciones, a quienes se encuentran en una 
misma situación. (Se destaca y subraya).

En la Sentencia C-034 de 2015, M. P. Doctor 

“…Respecto al principio de igualdad de 
oportunidades, ha indicado la jurisprudencia 

de las personas para compartir la misma 
posibilidad de tener un empleo, sin importar 
que con posterioridad y por motivos justos no 
se logren las mismas posiciones o el cargo que 
se pretendía. De esta manera, las opciones al 
acceso a empleos estatales dentro del régimen de 
carrera conllevan a que las expectativas de las 
personas sean concretadas en el reconocimiento 
de oportunidades iguales sin que se les permita a 

las autoridades generar tratos preferentes sin que 

Cabe aclarar, que el que se genere un trato 
legal diferente no implica que automáticamente 
se ocasione una violación a la igualdad, desde 
que el Legislador pretenda alcanzar objetivos 
constitucionales legítimos y la diferencia en el 
trato no sea un medio idóneo, proporcionado 

(70). Por lo anterior, el principio de igualdad 
debe entenderse como una prohibición de las 
diferencias y no como una exigencia de que las 

de manera objetiva y razonable (71). 
(…)
Por lo anterior, se ha reconocido la posibilidad 

de que existan concursos mixtos que concilien 
entre los objetivos de brindar igualdad en el 
acceso y otorgar la posibilidad de promover a 
quien previamente ha ingresado a la carrera y ha 

(…) El concurso contemplado en las normas 
demandadas no es cerrado sino mixto, pues 
permite que la mayoría de cargos se distribuya a 
través de concurso abierto

La carrera constituye la regla general para el 
ingreso y la permanencia en el empleo público 
y debe estar fundada exclusivamente en el 
mérito, mediante la consagración de procesos de 
selección y evaluación permanente en los cuales 
se garantice la transparencia y la objetividad. 
Sin embargo, como ya se expresó, el legislador 
tiene un razonable margen de libertad en la 

través de los cuales se valora el mérito de los 
aspirantes al ingreso o ascenso, siempre y cuando 

de la carrera. 
En este sentido, si bien la jurisprudencia ha 

excluido la posibilidad de que existan concursos 
completamente cerrados, es decir, aquellos en los 
cuales solamente puedan participar funcionarios 
de carrera, y ese sigue un criterio vigente de la 
Corporación, también es claro que la Corte no 
ha considerado contrario a la Carta que en la 
carrera se tenga en cuenta la experiencia de los 
empleados de la entidad para valorar el mérito, 
ni que, para efectos de estimular el ascenso y la 
permanencia, se asigne un porcentaje de algunos 
cargos para funcionarios que hayan ingresado 
a la entidad pública a través de un concurso de 
méritos. 

Al respecto, se considera que el concurso de 
ascenso regulado en las normas demandadas no 
es cerrado sino mixto, pues permite que el setenta 
por ciento de los cargos se provean a través de un 
concurso abierto: “Si se cumple con los anteriores 
requisitos se convocará a concurso de ascenso 
hasta el 30% de las vacantes a proveer. Los demás 
empleos se proveerán a través de concurso de 
ingreso” (89).
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Por otro lado, el sistema de concurso de ascenso 
contemplado en las normas demandadas no opera 
de manera automática, sino que requiere de una 
serie de criterios razonables para garantizar el 
mérito: (i) que la vacante o vacantes a proveer 
pertenezcan a un mismo grupo o planta de 

(ii) 
que existan servidores públicos escalafonados en 
la carrera especial, en el grado salarial inferior, 
que cumplan con los requisitos y condiciones 
para el desempeño de los empleos convocados a 
concurso y (iii) que el número de los servidores 
escalafonados en carrera que cumplan con los 
requisitos y condiciones para el desempeño de 
los empleos convocados a concurso sea igual o 
superior al número de empleos a proveer. 

(…) Las normas y expresiones demandadas 
no desconocen el derecho a la igualdad 

Como se señaló anteriormente en esta 
providencia, la existencia de un trato legal 
diferente no implica necesariamente que se 
ocasione una violación a la igualdad, siempre y 
cuando el Legislador pretenda alcanzar objetivos 
constitucionales legítimos y la diferencia en el 
trato constituya un medio idóneo, proporcionado 

Permitir que el treinta por ciento (30%) de 
los cargos del concurso de ascenso se asigne 
a los funcionarios de carrera constituye un 
reconocimiento a la experiencia, la cual no puede 
contradecir el principio de igualdad porque no 
se predica como una prerrogativa o una carga 
particular para determinadas personas, sino por 
el contrario, constituye una exigencia general 
y necesaria para establecer la idoneidad de los 
candidatos a seleccionar (91).

En este sentido, la Corte ha señalado que 
para la evaluación del mérito de los aspirantes 
en los procesos de selección cabe acudir a 
la consideración de factores tales como la 
preparación, la experiencia o el conocimiento 

válido que, como parte del proceso de selección, 
el puntaje en las pruebas de conocimientos se 
incremente “… por razón de la experiencia, 
bien sea académica o práctica, que supone una 

las pruebas de que se compone el concurso, sino 
que son circunstancias personales del aspirante.” 

(93). 
Estos factores permiten demostrar el mérito, 

pues indudablemente acreditan la trayectoria que 
se ha tenido en determinada labor:

“[f]actores de diferenciación como el 
anteriormente señalado, de todas maneras, se 
avienen al criterio del mérito, pues indudablemente 
lo que se hará en el concurso es demostrar la 
trayectoria que se ha tenido en determinada labor 

buscada por los concursos para proveer empleos 

públicos, pues tampoco cabe duda de que la 
experiencia es un mérito que contribuye a mejorar 
a la persona en el desempeño de una labor. No hay 
discriminación, entonces, cuando se incrementa 
el puntaje obtenido por un aspirante en razón de 
tener una experiencia de cinco años, por ejemplo, 
frente a quien no la tiene y por ello no recibe 
incremento alguno, ya que no hay discriminación 
en el trato diferente razonable y objetivamente 

De esta manera, la consideración de la 
experiencia como criterio objetivo del concurso 
busca la selección de los mejores aspirantes. En 
este sentido, ha señalado la Corte (95):

su idea-fuerza, en consecuencia, gira alrededor 
del mérito (C. P. artículo 125). Para alcanzar 
este objetivo es indispensable que la sociedad 
y sus miembros respondan positivamente a la 
convocación y que el afán de servicio junto a la 
cultura y al saber concurran con miras a escoger 
a los más aptos y capaces. No menos importante 
es el tipo de pruebas - orales, escritas, entrevistas, 
diálogos, confrontaciones etc. - y de requisitos - 

trabajos, antecedentes, publicaciones etc. - que se 
contemplen y se exijan. Su contenido no solamente 
puede revelar conocimientos y aptitudes sino 
también, como lo atestigua el estado del arte en 
esta materia y la experiencia acumulada en otros 
países en los que los concursos y las oposiciones 
constituyen práctica cotidiana, a través de ellas 
y de las puntuaciones y ponderaciones que se 
prevén, se puede conocer la capacidad crítica 
de los aspirantes y los rasgos relevantes para 

a lo que se desprende de las pruebas”(96).
En todo caso debe destacarse que la experiencia 

puede valorarse en dos sentidos: (i) la experiencia 
como factor general de evaluación del mérito que 
se predica en todo tipo de concursos, incluso en 
los abiertos y (ii) la experiencia a ponderar en el 
momento de hacer un concurso de ascenso. 

Por lo anterior, se considera que en este caso 
concreto el concurso de ascenso es un medio 
idóneo, proporcionado y razonable para alcanzar 

funcionarios más idóneos en la Fiscalía General 
de la Nación.

(…) Las normas y expresiones demandadas 
no vulneran el artículo 40 de la Constitución

Las normas y expresiones demandadas no 
vulneran el derecho a acceder al desempeño 
de funciones y cargos públicos consagrado en 
el numeral 7 del artículo 40 de la Constitución 
Política, pues permiten que el setenta por ciento 
(70%) de los cargos convocados sea provisto 
mediante concurso público, lo cual garantiza una 
participación razonable de los ciudadanos en el 
proceso.
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En este sentido, debe señalarse que lo 
prohibido constitucionalmente es la realización 
de concursos cerrados, es decir aquellos en los 
cuales solo pueden participar funcionarios de la 
entidad, tal como se reconoció en la Sentencia 
C-266 de 2002 frente al concurso contemplado en 
el artículo 192 del Decreto-ley 262 de 2000 que 
establecía una modalidad en la cual solo podrían 
participar funcionarios de la entidad: “2) De 
ascenso: para ascender en cargos de carrera de 
la Procuraduría General. En ellos solo podrán 
participar quienes se encuentren inscritos en la 
carrera de la entidad”.

En esa sentencia, la Corte declaró la 
inconstitucionalidad de esta disposición 
precisamente porque no podrían participar otros 
ciudadanos sino solo los funcionarios de la 
entidad: 

“En consecuencia, la Corte concluye que 
excluir a ciudadanos no inscritos en la carrera, 
del concurso de ascenso para proveer cargos 
superiores en la carrera de la Procuraduría 
General de la Nación, constituye una medida 
irrazonable, contraria al sistema de ingreso, 
permanencia y ascenso a los cargos públicos 
cuyo fundamento son la calidad y el mérito de 
los aspirantes (artículo 125 C. P.). Tal exclusión 
vulnera además el derecho político fundamental 
a acceder a cargos públicos (artículo 40 numeral 
7 C. P.) en igualdad de oportunidades (artículo 
13 C. P.). En consecuencia, la expresión 
“solo” empleada en el numeral 2 del artículo 
192 del Decreto número 262 de 2000, la cual 
impone a la Procuraduría General convocar 
concursos cerrados de ascenso, es contraria a 
la Constitución, y así lo declarará la Corte en la 
parte resolutiva de esta providencia”.

Lo contemplado en las normas y expresiones 
demandadas es distinto a lo señalado en el 
artículo 192 del Decreto-ley 262 de 2000, pues no 
se impide la participación de otros ciudadanos, 
sino que simplemente se reserva un treinta por 
ciento (30%) para funcionarios de carrera, lo 
cual no constituye ni la tercera parte de los cargos 
a proveer.

(…) No desconoce el artículo 125 de la 
Constitución, pues no consagra un concurso 
cerrado, sino uno mixto en el cual se tiene en 
cuenta el mérito de un servidor público que ya 
ha ingresado a la carrera

El artículo 24 del Decreto número 020 de 2012 
exige que los aspirantes cumplan cuatro requisitos 
que permiten asegurar la prevalencia del mérito 
en el proceso: (i) deben estar escalafonados en la 
carrera especial, (ii) deben reunir los requisitos 
y condiciones exigidos para el desempeño del 
cargo, (iii)
sobresaliente de la evaluación de desempeño, 
en el año inmediatamente anterior y (iv) no 
pueden haber sido sancionados disciplinaria ni 

a la convocatoria.
En este sentido, la carrera no está compuesta 

exclusivamente por el concurso para su ingreso, 
sino que tiene distintos niveles en los cuales el 
ascenso es una fase fundamental. En virtud de lo 
anterior, la ley debe tener en cuenta factores como 

tal como señaló la Sentencia SU-446 de 2011 

Comisión de Carrera de la Fiscalía General de 

tendrá en cuenta la experiencia en el tipo de 
funciones a desempeñar”. 

3.6.2. Las normas demandadas desarrollan 
los principios de la carrera 

La posibilidad de que se convoquen concursos 
internos de ascenso en los cuales participen 
servidores públicos de carrera para proveer hasta 
el 30% de las vacantes no es inexequible, sino que 

constitucionales de la carrera: 
3.6.2.1 Permite contar con servidores cuya 

experiencia y dedicación garanticen cada vez 
mejores resultados

El artículo 125 de la Constitución establece el 
mérito como criterio para la provisión de cargos 
públicos dentro de la administración, el cual 
consiste en los términos de la jurisprudencia de 
esta Corporación, en que el Estado pueda “contar 
con servidores cuya experiencia, conocimiento 
y dedicación garanticen, cada vez con mejores 
índices de resultados, su verdadera aptitud para 

entes públicos, a partir del concepto según el cual 
el Estado Social de Derecho exige la aplicación 
de criterios de excelencia en la administración 
pública”(98). 

En virtud de lo anterior, la jurisprudencia 
constitucional ha valorado la experiencia como 
criterio para tener ciertos cargos en la justicia 
penal militar (99), la carrera docente (100), la 
contaduría (101), el concurso notarial (102), la 
rama judicial (103) y la Fiscalía General de la 
Nación (104).

3.6.2.2. Motiva a los servidores públicos de la 

funciones con el objeto de lograr un ascenso
En este sentido, la propia Constitución no 

ha circunscrito la carrera al ingreso, sino que 
ha incluido también el ascenso en su artículo 

es tener a su disposición servidores que cuenten 
con experiencia, conocimiento y dedicación que 
garanticen los mejores índices de resultados. De 
esta manera, en la carrera es esencial realizar 
una motivación a los funcionarios que permita 
garantizar mejores resultados incentivándolos 
para permanecer y ascender en la misma, sin 
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que ello implique impedir que otros ciudadanos 
también puedan participar en los concursos.

3.6.2.3. Valora la permanencia y otorga 
estabilidad a los funcionarios en las entidades 
públicas

Otras de las funciones esenciales de la carrera 
es la preservación de la estabilidad y del derecho 
de promoción de los trabajadores, garantizando 
la excelencia en la prestación del servicio y la 

actividades estatales (106). 
En este sentido, a través de la carrera también 

se garantiza la protección de los derechos de 
quienes estén vinculados a la carrera y que tienen 
unos derechos subjetivos adquiridos que el Estado 
tiene la obligación de respetar y proteger (107), 
si los mismos ejercen su derecho al trabajo con 
estabilidad y teniendo la opción de ser promovidos 

cargo (108) y con la opción de contar con una 

a los que tienen derecho por ser escalafonados 
conforme a los artículos 2º, 40, 13, 25, 53 y 54 de 
la Carta (109).

En consecuencia, la estabilidad de los 
trabajadores del Estado tiene especial atención 
(110), por lo cual, en este caso, el concurso 
de ascenso también permite cumplir con esta 

3.6.2.4. Tiene en cuenta a funcionarios que 
previamente han ingresado a través de concurso 
de méritos a la entidad 

El concurso de ascenso contemplado en las 
normas demandadas exige que los participantes 
se encuentren en la carrera, lo cual es muy 
importante, pues estos funcionarios previamente 
han pasado por un proceso en el cual se ha 
evaluado su mérito para trabajar en la entidad.

En este sentido, las disposiciones acusadas 
permiten que el mérito se evalúe de manera 
progresiva, primero para el ingreso y luego para 
el ascenso de los funcionarios públicos, lo cual 
posibilita que la carrera sea un sistema integral 
del servicio público y no solamente una forma de 
ingreso al mismo.

3.6.2.5. Garantiza que la inversión del Estado 
en la capacitación de los funcionarios se vea 

continuada con fundamento en la evaluación 
permanente para garantizar una mejor 
administración pública

Esta Corporación ha reconocido que “La 
capacitación, según lo dispuesto en el artículo 53 
de la C. P., es un principio mínimo fundamental 
de carácter prevalente, que rige en cualquier 
relación laboral, incluidas las que surgen entre la 
administración pública y sus servidores”7.

7  Sentencia de la Corte Constitucional C-1162 de 2000, 

En este sentido, la capacitación es uno de los 
aspectos esenciales en el mejoramiento de la 
calidad de los servicios prestados en las entidades 
públicas y resulta esencial para garantizar la 

embargo, este gran esfuerzo quedaría estéril si 

permanecer y ascender en la entidad pública a 
la cual ingresaron. Por lo anterior, reservar un 
porcentaje razonable de cargos para ser asignados 
por concurso al interior de la entidad pública 
permite garantizar un mejoramiento continuado 
del correcto funcionamiento de la administración 
pública”.

del artículo 125 superior:
1. La carrera constituye la regla general para el 

constitucionales de la carrera.

se tenga en cuenta la experiencia de los empleados 

ya hacen parte de la carrera.

concursos internos de ascenso en los cuales 

carrera para proveer hasta el 30% de las vacantes 

de la carrera: 
• Permite contar con servidores cuya 

mejores resultados.
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en su mejoramiento y promoción continuada con 

7. 

exposición de motivos, se hace necesario presentar 

presente proyecto de ley.

El articulado sometido a examen, como 

ajustes necesarios a la Ley 909 de 2004 y el 
Decreto-ley 1567 de 1998, permitiendo dotar a 
las entidades y organismos del Estado de normas 

dentro de la carrera, la movilidad, el encargo y 

de conducir y administrar este personal al interior 

de 2004 para determinar las condiciones de los 
concursos de ascenso

administrativa se hará mediante procesos de 

Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad 

En los procesos de selección o concursos 

movilidad a un cargo superior dentro de la planta 
de personal.

el ingreso y el ascenso a los cargos de carrera 

convocatorias podrán participar en los concursos 

respecto al principio de igualdad de oportunidades, 

motivos justos no se logren las mismas posiciones 

De esta manera, las opciones al acceso a 

sean concretadas en el reconocimiento de 

ocasione una violación a la igualdad, desde 

trato no sea un medio idóneo, proporcionado y 

El concurso será de ascenso cuando:
1. La vacante o vacantes a proveer pertenecen a 

la misma planta de personal, en los niveles asesor, 

convocados a concurso.

convocados a concurso es igual o superior al 
número de empleos a proveer.

convocará a concurso de ascenso hasta el 30% 
de las vacantes a proveer. Los demás empleos se 

Si en el desarrollo del concurso de ascenso 

concurso se declarará desierto y la provisión de los 

una nueva inscripción.
Para participar en los concursos o procesos de 

sido evaluado por la ocurrencia de alguna 
situación administrativa o por actividad sindical 
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2004 para precisar las condiciones de los encargos

por un lado, es una situación administrativa 

servicio activo para atender total o parcialmente 

modalidad transitoria de provisión de empleos 

empleado encargado tendrá derecho al salario de 

por su titular. De igual manera, el encargo puede 

propias de cargo.
La Ley 909 de 2004 dispone, en su artículo 

con las siguientes condiciones:

De no cumplir con dichas condiciones, se 

sucesivamente, siendo competencia de la entidad 
adelantar el respectivo estudio. 

de manera excepcional. 

artículo 24 de la Ley 909 de 2004, en el sentido 

no haya empleados de carrera con evaluación 

° del 
Decreto-ley 1567 de 1998

El Decreto-ley 1567 de 1998, por el cual se crea 
el sistema nacional de capacitación y el sistema 
de estímulos para los empleados del Estado, 

º los siguientes principios 

rectores de la capacitación: complementariedad, 

carrera administrativa, prelación de los empleados 

continuidad.

a los programas de capacitación y entrenamiento a 

uno de los principios rectores de la capacitación, 
concretamente el de la prelación de los empleados 

g) del artículo 6° del Decreto-ley 1567 de 1998.

de su tipo de vinculación con el Estado, accedan 

adelante la entidad, atendiendo a las necesidades 

prioridad a los empleados con derechos de carrera 
administrativa.

servidores más preparados y competentes están en 
capacidad de prestar un mejor servicio. 

En particular, según lo evidencia el Plan Anual 

un importante número de empleos de carrera, 
particularmente en el nivel territorial, según la 
siguiente descripción:

ENTIDADES TOTAL VACANTES
Orden Nacional 29.932
Orden Territorial 61.117
Estimado Orden Territorial 43.707
Total Vacantes 134.756

 Fuente: Sigep.

La anterior situación evidencia un escenario de 
inejecución en materia de procesos de selección 
acentuado en las entidades del nivel territorial 

existe un inmenso número de casos en donde los 

propio de la carrera administrativa, en donde las 

correspondiente. Este elemento sin duda impone 
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adecuado, lo cual claramente deriva en una 

Por ello, se precisa ampliar la capacitación 
atendiendo a las necesidades y presupuesto de 
la entidad. En todo caso si el presupuesto es 

con derechos de carrera administrativa por tener 
vocación de permanencia en la entidad.

entidades destinatarias cuenten con servidores 

nacional para desarrollar mecanismos de 

el propósito de evaluar de manera progresiva el 

su desarrollo, el mejoramiento de la calidad de los 
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